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La presente investigación titulada “Análisis de la aplicación de la prueba de oficio 
en el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo durante el periodo 
2014 - 2015”, tuvo como objetivo principal: Determinar la aplicación de la prueba de 
oficio en el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo durante el 
periodo 2014 – 2015; encontrándose un problema respecto a la actuación de la 
referida prueba, toda vez que la resolución que ordena prueba de oficio dentro de 
un proceso civil es inimpugnable, además el artículo 194 del Código Procesal Civil 
peruano establece que dicha resolución debe ajustarse a los límites pero no 
especifica cuáles son esos límites y por ende en el artículo antes referido no se 
regula de manera taxativa el accionar un recurso impugnatorio 
Para la realización de esta investigación de carácter descriptivo, la población se 
constituyó por diez expedientes en donde se ordenó prueba de oficio, 
pertenecientes al Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo durante 
el periodo 2014 – 2015. 
Las técnicas que se aplicó fue el acopio documental, la gestión de la información y 
análisis documental; como instrumento para el análisis de los expedientes se 
realizó una lista de cotejo, con la cual se pudo obtener dos resultados relevantes: 
el primero respecto a inimpugnabilidad de la resolución como vulneración del 
derecho de pluralidad de instancia, el 100% de los expedientes no se impugnaron 
por tener la condición de no accionar dicho recurso cuando se ajustó a los límites 
establecidos; asimismo en un segundo punto, en el  60% de los expedientes cabe 
la posibilidad de accionar un recurso impugnatorio siempre que se regule de 





Llegando a la conclusión que el artículo 194 del Código Procesal  Civil peruano 
debe ser modificado en parte para que no exista la posibilidad de vulnerar el 
derecho constitucional que regula la pluralidad de instancia que tiene toda parte 
dentro de un proceso, asimismo haciendo la especificación con respecto a cuales 
son los límites que se debe cumplir para accionar el recurso impugnatorio y de 
establecer de manera taxativa el poder accionar el recurso en mención. 
 







The present investigation titled Analysis of the application of trade test 
In the second magistrate's court of peace from Chiclayo´s family during the period 
2014- 2015, he had as main objective: Determine the application of the office text 
In the second magistrate's court of peace 
from Chiclayo’s family during the period 2014-2015; finding one problem 
regarding  the performance of said test, whenever the resolution that orders Ex 
officio evidence in civil proceedings it is , impugnability in addition article 194 of the 
Peruvian Civil Procedure Code Provides  that such resolution must  adjust to the 
limits  but does  not  specify what those limits  are and therefore the article referred 
to above It is not regulated  in a  way  exhaustively  the action of a resource 
inpugnatory. 
For the realization  of this research descriptive  caracter, the population was 
constituted by ten files  where it was  ordered proof  of ex officio belonging   to the 
second  court  of  family  law  of  chiclayo , during  the period 2014- 2015. 
The techniques  applied   was  the  documentary  collection, the management of the 
information  and documentary analysis; As an instrument  for  the analysis of the 
files a checklist  was  conducted, with which it was possible  to obtain  two  as a 
violation of the right of plurality of Instance, 100% of the files They were not 
contested  for  having  the condition  of  no action said  resource when  adjusted  to 
the limits  set; Likewise  in a second  point , In 60% of the files It is possible to resort  




 Coming  to the conclusion  that the article194 of the Peruvian Civil Procedure Code, 
must be modified in part so that there  is no exist the  possibility  of vulnerable the 
right constitutional  which regulates plurality of Instance which has every part  within 
a process,  Likewise making  the specification  With respect  to which are the limits 
that must be met to actuate the contesting  resource and to establish in a by a way 
exhaustively the power to actuate the resource in question. 
Key words: orders Ex officio evidence, civil process, impugnabilty, impugnability 





La presente investigación titulada “Análisis de la aplicación de la prueba de oficio 
en el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo durante el periodo 
2014 - 2015”, ya que en la actualidad nuestra legislación peruana en el artículo 194 
del Código Procesal Civil peruano respecto al segundo párrafo establece que la 
resolución que ordenó la prueba de oficio es inimpugnable siempre que se ajuste  
los límites del artículo en mención, lo cual evidencia el vacío que deja al no precisar 
cuáles los límites a los que se refiere. Asimismo no regula de manera taxativa la 
posibilidad de accionar la impugnación. 
En la investigación se desarrollaron de manera sistemática los aspectos 
fundamentales que permitieron desarrollar ambas variables como son: la aplicación 
de la prueba de oficio  y el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Chiclayo, partiendo 
de estas variables se encontró el problema de la inimpugnabilidad. 
Esta investigación ha sido dividida en siete capítulos, que permitió una mejor 
comprensión del tema investigado, siendo estas las siguientes: en el primer capítulo 
se encuentra contenido el problema de la investigación y la realidad desde los 
diferentes contextos que se puede ubicar, el planteamiento y la formulación del 
problema,  objetivos generales y específicos, justificación e importancia y 
limitaciones. 
En segundo capítulo contiene el marco teórico donde se desarrolló todo lo 
relacionado a los fundamentos teóricos de mis variables en estudio. 
En el tercer capítulo se encuentra el marco metodológico, el cual consta de tipo y 
diseño de la investigación, población, hipótesis, Operacionalización de variables, 
métodos, técnicas e instrumentos de recolección de datos, procedimiento para la 
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recolección de datos, análisis estadísticos e interpretación de los datos, criterios 
éticos, criterios de rigor científicos. 
El cuarto capítulo contiene el análisis y e interpretación de los resultados, resultados 
en gráficos, discusión de resultados.  
En el quinto capítulo se encuentra contenida la propuesta legislativa. 
El sexto capítulo contiene las conclusiones las que se ha llegado. 
El séptimo capítulo contiene las recomendaciones. 
Finalmente he creído conveniente  adjuntar en los anexos el instrumento aplicado, 
































CAPITULO I: PROBLEMA DE LA INVESTIGACIÓN 
1.1. Realidad Problemática  
1.1.1 La Prueba de Oficio a nivel internacional 
Martel (2015), citando a Gaitán, indica que en Colombia, en cuanto a 
materia civil, la prueba de oficio se cristalizo con la introducción a la legislación 
del Código Civil de 1971. A partir de ésta, el juez cambio su postura de ser un 
árbitro de corte pasivo a un director del proceso, entendido como aquél que 
no solamente dirige y se encarga de la realización correcta de cada etapa 
procesal, sino que además interviene activamente en la litis entre las partes, 
impulsando el proceso en algunas de sus etapas. En consecuencia a lo 
mencionado trae como resultado de esta actividad en algunos casos el arribar  
a una mala interpretación de la ley y que, por ende, produce una exceso en la 
función judicial, que enfrenta directamente los principios rectores de la prueba, 
los cuales son de igualdad, imparcialidad y necesidad. En síntesis el problema 
que se genera por el rol activo que el juez ha tomado es el posible 
quebrantamiento de la imparcialidad del juez frente a la igualdad de las partes. 
Además según el artículo 179 del Código de Procedimiento Civil que 
establece la prueba de oficio y a petición de parte; regula que las pruebas de 
oficio pueden ser decretadas a petición de parte o de oficio siempre que sean 
útiles, pero las providencias que decreten dichas pruebas no se  admiten 
recuso alguno; es decir sin derecho a que las partes puedan impugnar o se 
anule si es que no cumpliese con el objetivo por la cual fue aplicada o en su 
defecto las partes no se encuentren en total acuerdo.   
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En España, el Derecho a la prueba surge, para efectivizar la plenitud 
de las garantías procesales; en virtud a ello Lorca (2012) citando a Ruiz, indica 
que a raíz de una mala interpretación que se pueda dar sobre el artículo que 
establece el sentido de la actuación judicial sin desbordar su posición de 
imparcialidad tratando de proteger la escasez  probatoria de las partes; es 
decir  que producto de la subsanación que exista de las pruebas ofrecidas por 
las partes interviene el órgano jurisdiccional , y al hacerlo puede presentarse 
un riesgo de perder su imparcialidad por procurar auxiliar  a la partes o una 
de ellas. Asimismo la Ley 1/200 de Enjuiciamiento de España, en su artículo 
435 que establece la diligencias finales y la procedencia de las mismas, en el 
literal 2 parte infin establece que se actúan las pruebas de oficio siempre que 
existan motivos para actuarlas además no se admite recurso alguno sobre la 
providencia que ordene la prueba en mención. 
En Italia, dentro de los poderes instructorios del juez, se encuentra 
enmarcado la disposición que tiene el mismo para actuar de oficio sobre los 
medios de prueba que considere oportunos; aún fuera de los límites que 
establece el Código de Procedimiento Civil; es decir en este país no se limita 
el poder que tiene el juez para disponer de los medios pruebas. Asimismo se 
niega cualquier argumento en negativo en contra de la disposición que genero 
la actuación de oficio por parte del juez, tal como lo refiere Martel (2015) 
citando a Gaitán. 
Martel (2015), citando a Gaitán, muestra que en el país de Costa Rica 
se admite la prueba de oficio pero con el nombre de prueba para un mejor 
resolver tal y como lo establece en su artículo 331 del Código Procesal Civil, 
además contra la resolución que ordene la prueba para un mejor resolver no 
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se dará recurso alguno, y las partes sólo podrán intervenir en la medida que 
el tribunal lo disponga; es decir las partes no pueden disponer de algún 
recurso impugnatorio contra la resolución que  ordeno la prueba para un mejor 
resolver, en merito a que el tribunal limita la actuación de los mismos y 
dependerá de ellos si les  permiten su intervención . 
 
1.1.2 La prueba de oficio a nivel nacional 
Según Veramendi (2011) refiere que el sistema procesal adoptado por 
el Código Procesal Civil peruano es el sistema procesal publicístico o también 
llamado sistema inquisitivo, el cual se  fundamenta que a través del proceso 
los particulares puedan resolver de una manera eficaz y justa la resolución de 
sus conflictos.  No obstante, el sistema en mención tiene la influencia del 
sistema privatístico o dispositivo en donde se observa el principio de iniciativa 
de parte, carga de la prueba entre otros que se encuentran regulados en el 
Código Procesal Civil vigente. En consecuencia a lo mencionado se  puede 
determinar que el Código Procesal Civil peruano presenta un sistema procesal 
mixto pero sin dejar su esencia que lo rige como publicístico.  
A raíz del sistema que rige el Código Procesal Civil se  tiene como 
resultado un tema nuevo en el sistema judicial que es sin duda alguna la 
aplicación del artículo 194 del Código Procesal Civil que establece la Prueba 
de Oficio; el referido artículo es una aportación de la Jurisprudencia Procesal 
Española, lo cual en su país de origen  existen ciertos vacíos procesales ya 
que su aplicación en dicho algunas veces trae  como consecuencia el 
quebrantamiento de la imparcialidad del juez y se perdería el debido proceso 
como su respectivo garantismo procesal el cual lo tiene a cargo las partes, tal 
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y como refiere Lorca (2015) . Es por ello que cuando se adhiere a nuestra 
legislación aportaciones de regulaciones extranjeras se deben hacer las 
modificaciones o dar las pautas necesarias para que dicho aporte sea eficaz 
en el país destinatario como lo es en nuestro caso Perú, en el cual primero se 
debió prever que se podría dar un abuso a dicho artículo generando así un 
desbalance de justicia para las partes.  
En atención al problema que presentaba este artículo, el Estado a través 
de su poder legislativo publicó el 28 de diciembre del año 2014 en el Diario 
Oficial “El Peruano” la Ley N° 30293 bajo el título de “Ley que modifica 
diversos artículos del Código Procesal Civil a fin de promover la modernidad 
y la celeridad procesal”. Tal como se señaló en la Primera Disposición 
Complementaria, la ley antes acotada entraría en vigencia a los 30 día hábiles 
de publicada en el  Diario Oficial “El Peruano”, es decir entró en vigencia el 10 
de febrero del año 2015. Dentro de esta Ley se encuentra la modificatoria al 
artículo 194 del Código Procesal Civil; si bien es cierto ayuda  resolver los 
vacíos que originalmente tenía el artículo en mención pero el problema radica 
en la inimpugnabilidad de la resolución que ordena la prueba de oficio, 
generando una vulneración en el derecho constitucional que tiene toda 
persona tal como lo establece el artículo 139 inciso 6 en donde se regula la 
pluralidad de instancia; por ende se le está quitando un derecho a las partes 
para accionar algún recurso en contra de la resolución que ordenó el juez para 
la actuación de la prueba en mención. 
Un caso que muestra que a falta de interponer un recurso de 
impugnación a la resolución que se ordenó la actuación de la prueba de oficio 
es la Casación N° 1248 – 2000/ Loreto: donde el demandado se encontraba 
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en una condición de rebelde dentro del proceso que se le seguía, por ello el 
mismo presentó de manera extemporánea los documentos valiéndose del 
argumento que deberían ser valorados en atención a resolver el conflicto y 
lograr una armonía social en justicia; por ende se ordena que se actúe de la 
prueba de oficio en torno a los documentales presentado por el emplazado. 
Por otro lado la parte demandante no se encontraba de acuerdo con la 
actuación de juez pero no podía actuar recurso impugnatorio alguno tal como 
lo establece el artículo 194 del Código Procesal Civil; sin embargo al 
sentenciar el juez de primera instancia la demandante apeló a dicha 
resolución en donde si procedía el recurso antes mencionado. En una 
segunda instancia confirman lo dispuesto por la primera, ante ello la 
demandante presenta su recurso de casación ante la Corte Suprema, quién 
le da la razón a la accionante de que el juez de primera instancia incurrió en 
el vicio de nulidad puesto que no era congruente valorar los documentales 
porque estaría vulnerando el debido proceso.  
En el caso que se ha presentado se puede ver reflejado que para accionar un  
recurso impugnatorio se tiene que esperar la sentencia generando una 
dilatación en el proceso y no permitiendo accionar su derecho a impugnar en 
su debido momento la resolución que ordenó la prueba en estudio. 
 
1.1.3 La prueba de Oficio a nivel local 
         En cuanto al contexto local, se puede evidenciar una Casación Nº 2864-
2014 - Lambayeque, que fue publicada  el 16 de febrero de 2016 en el diario 
oficial El Peruano, para demostrar que la garantía constitucional del derecho a la 
defensa que todo sujeto de derecho tiene debe ser respetado por el juez al 
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momento de ordenar una prueba de oficio, tal y como lo establece el artículo 194 
del Código Procesal Civil. El caso que concierne a la casación trató de una señora 
que interpuso una demanda de reconocimiento judicial de unión de hecho, que 
mantuvo con su expareja, entre noviembre de 1997 hasta 2005. En primera 
instancia  se reconoce el período y declaran fundada la demanda pero su expareja 
apela la resolución; luego en una segunda instancia que en este caso sería la Sala 
Civil reducen el periodo de unión de hecho, valiéndose de la actuación de una 
prueba de oficio; constituyeron como nuevo periodo de la unión de hecho en un 
intervalo desde el 20 de noviembre de 1999 al 2 de marzo del 2002, pues la prueba 
de oficio sobre la que actuaron fue una partida de defunción de una pareja anterior 
del señor; pero ello sin notificarle para conocimiento de la señora; vulnerando así 
el derecho de contradicción; es por ello que la señora apela ante la Sala Suprema 
y ésta le da la razón porque al actuarse la prueba de oficio por la segunda instancia 
no existió momento para la defensa de la señora tal como lo establece la 
Constitución Política del Perú. 
En conclusión buscando resolver el problema de la inimpugnabilidad de la 
resolución que ordena la prueba de oficio en torno a la modificatoria con  respecto 
a la actuación de la misma; escogí el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia 
de Chiclayo durante el periodo 2014 – 2015; con el fin de dar solución a este 
problema que acarrea la vulneración del derecho a la pluralidad de instancia que 







1.2. Formulación del Problema  
¿Se puede accionar la impugnación en las pruebas de oficio ordenadas en el 
Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo durante el periodo 
2014 – 2015? 
 
1.3. Objetivos 
1.3.1. Objetivo General 
Determinar la aplicación de la prueba de oficio en el Segundo Juzgado de Paz 
Letrado de Familia de Chiclayo durante el periodo 2014 – 2015. 
 
1.3.2. Objetivo Específicos 
a) Identificar las razones vinculadas a la posible impugnación contra la 
resolución que ordena la prueba de oficio. 
b) Analizar aquellos procesos en donde se ha ordenado la actuación de 
medios probatorios de oficio emitidos por el Segundo Juzgado de paz 
Letrado de Familia de Chiclayo durante el periodo 2014 – 2015. 
c) Elaborar una propuesta de modificatoria en parte al artículo 194 del 
Código Procesal Civil para accionar la impugnabilidad contra la resolución 
que ordena la prueba de oficio mediante criterios de acuerdo a ley. 
 
1.4. Justificación e Importancia de la investigación 
Es conveniente investigar sobre este tema porque antes del 10 de Febrero 
del 2015 entro en vigencia la modificatoria del artículo 194 del Código Procesal Civil  
con respecto a la prueba de oficio en la parte de la inimpugnabilidad de la resolución 
que ordena la prueba en mención, no se puede accionar recurso impugnatorio 
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alguno contra dicha resolución por ende vulnerando la pluralidad de instancia que 
tiene toda parte, además de la dilatación en el proceso, encontrándose una 
contradicción al decir primero que no se puede impugnar y luego no especificar 
cuáles son los límites para accionar dicho recurso. Es por ello que a partir de la 
aplicación de la prueba de oficio en el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia 
de Chiclayo se verificaría la posibilidad de impugnar la resolución. 
Este trabajo servirá para futuros investigadores como antecedente de que es 
posible impugnar la resolución en la que se ordenó la prueba de oficio siempre que 
siga los requisitos o límites específicos para accionarlo; en consecuencia servirá a 
las partes para salvaguardar sus derechos constitucionales. 
La investigación aportará los requisitos o límites específicos para accionar 
un recurso impugnatorio es decir hacer efectiva la impugnación contra la resolución 
para la actuación de la prueba de oficio. En consecuencia el beneficio que la 
investigación proporcionará será la no vulneración del derecho constitucional 
enmarcado en la pluralidad de instancia que tienen las partes. 
Los beneficiarios de este estudio son las partes procesales toda vez que ya 
no habría una condicionalidad ambigua para el accionar de un recurso impugnatorio 
en consecuencia no se vulneraría su derecho constitucional que tiene la parte 
dentro del proceso. 
Ayudará a resolver el problema de la dilatación procesal, ello en mérito al 
accionar de las partes de manera rápida y no esperar que haya una sentencia para 
recién interponer un recurso impugnatorio sino por el contrario cuando la parte lo 
crea conveniente. 
Para finalizar se podrá ampliar el conocimiento para que de esta manera 
genere una convicción de justicia para las partes que muchas veces se encuentran 
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disconformes con la actuación de medios probatorios de oficio pero que ante la 
inimpugnabilidad de la resolución que dio actuación a los mismos o la no 
especificación del accionar un recurso impugnatorio; genera una posible 
vulneración del derecho a la pluralidad de instancia que tienen. 
 
1.5. Limitaciones de la Investigación  
Durante la elaboración de la presente investigación se ha encontrado las 
siguientes limitaciones: 
1.5.1. Limitación espacial: Se desarrolló en el Segundo Juzgado de Paz 
Letrado de Familia de Chiclayo, porque sólo en el juzgado en mención me 
proporcionaba la accesibilidad a la revisión de expedientes. 
1.5.2. Limitación temporal: La investigación se basó en la actuación de la 
prueba de oficio durante el periodo 2014 – 2015 del Segundo Juzgado de Paz 
Letrado de Familia de Chiclayo. 
1.5.3. Limitación temática: Durante el desarrollo de la investigación he 
podido comprobar que si existen investigaciones a partir del análisis de la 
modificatoria de la prueba de oficio en el proceso civil y que a raíz de ello  
encontraron la problemática de la inimpugnabilidad de la resolución que ordena la 





CAPÌTULO II: MARCO TÈORICO 
2.1.  Antecedentes de la Investigación 
 Martel, R. (2015), hace referencia en su libro denominado “Pruebas de oficio 
en el proceso civil”, en donde establece la posible regulación de la impugnación de 
la resolución que ordeno de oficio la prueba, todo ello en mérito a la modificatoria 
del artículo 194 del Código Procesal Civil vigente. Asimismo sostiene que ha sido 
un aporte relevante para nuestra legislación la modificatoria en mención porque se 
tomó en consideración el proteger a las partes de la imparcialidad que podría 
ejercer el juez al accionar dicha prueba de oficio. 
 Hurtado, M. (2015), refiere en su artículo jurídico denominado “La prueba de 
oficio a partir de la modificación del artículo 194 del Código Procesal Civil”, 
publicado en la revista Gaceta Jurídica; en donde sostiene que a raíz de la 
modificación de la prueba de oficio se generó nuevas reglas que los jueces deben 
tomar en consideración para la actuación de la prueba en mención. Asimismo tiene 
una posición respecto a la inimpugnabilidad de la resolución que ordena la prueba 
de oficio, toda vez que si no cumpliese con los límites que se establecen en el 
artículo se podría accionar un recurso impugnatorio. Además relaciona el ajuste de 
los límites del artículo como una impugnación condiciona a la que las partes deben 
ceñirse, esto en razón a que las partes pueden hacer valer uso de derechos 
constitucional pero dejándose notar la posible ambigüedad que existe en el artículo. 
Lo que propone el autor citado es que sea posible una impugnación a la resolución 
que ordenó la prueba de oficio, esto en virtud que la impugnación no tendría razón 
de ser al accionar del juez puesto que son sus deberes que debe cumplir para tener 
un debido proceso pero en lo que sí se puede accionar un recurso impugnatorio es 
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en el resultado de lo accionado por el juez ello no es otra cosa que la resolución 
que emite cuando ordena de oficio un medio de prueba. 
  Sevilla (2016), refiere en su artículo jurídico “La iniciativa probatoria 
como deber del juez en el proceso civil”, publicado en la revista  Gaceta Jurídica;  
que el Juez como legislador tiene la facultad de cumplir con su deber de administrar  
justicia, con la modernización del derecho procesal, el juez no puede comportarse 
como un legislador pasivo o permanecer inerte y dejar todo el proceso a cargo de 
las partes, inverso a ello, el juez tiene que ejercer una iniciativa probatoria en 
equilibrio para cumplir el fin del proceso que es llegar a un resultado más óptimo 
para ambas partes. Además indica que esa iniciativa probatoria por parte del juez 
debe realizarse dentro de los parámetros que la ley lo exige sin contravenir a 
imparcialidad como juez. 
  Velásquez (2015) indica en su artículo jurídico “Líneas generales de 
las pruebas de oficio”, publicado en la revista Gaceta Jurídica; el porqué de las 
prueba de oficio, enmarcándola a la facultad que tiene todo juez para disponer de 
ella de manera excepcional tal como lo establece el artículo 194 del código procesal 
civil peruano; además fundamenta el donde, cuando y como usarlas, manifestando 
que se debe ordenar dentro del proceso para generar convicción respecto de los 
hechos en controversia;  asimismo se debe hacer uso de esta facultad que  tiene el 
juez para disponerla siempre que se encuentre debidamente motivada y que no 







Sub Capítulo I: SISTEMAS PROCESALES 
1.1.  Evolución Histórica 
 Veramendi (2011), citando a Montero, indica que al principio la actividad 
probatoria se fundamentaba por una idea liberal y garantista del proceso; a partir 
del cual se estableció dos sistema: el sistema dispositivo o privatístico, que se 
basaba sólo en las pruebas ofrecidas por las partes para llevar a cabo la actividad 
probatoria, dando lugar al principio de oportunidad de la prueba. Por otro lado se 
gestó el sistema publicístico o inquisitivo, el cual sostenía que el juez tenía la misión 
de tomar todas las medidas necesarias que el Estado le proporcionaba a  través de 
la ley para demostrar la verdad de los hechos y a la vez concederle la facultad de 
ejercer las pruebas de oficio pertinentes. En síntesis, el juez comunista indaga la 
veracidad de los hechos, en tanto el juez liberal se ciñe solo la actividad de las 
partes. En contraposición a lo postulado por Montero,  el jurista Taruffo, citado por 
Veramendi (2011) refiere que no importaba que régimen adoptara cada estado, 
puesto que tanto en los regímenes autoritarios en donde se extendió la instrucción 
del juez dentro del proceso como lo manifestaron las fascista en Italia,  los nazi en 
Alemania y los Franquistas en España; así también en los regímenes liberales o no 
autoritarios incluyeron poderes de iniciativa instrucción de oficio, desencadenando 
con ello la renuncia a la ideología liberal clásica que representaba el último régimen 
en mención. Es por ello que para el jurista citado infiere que existían sistemas 
democráticos o no autoritarios  que aprueban modelos autoritarios en el proceso 
civil. 
 
 En nuestra doctrina nacional, Veramendi (2011), citando a Monroy, indica 
que durante el siglo XIX, los sistema procesales se direccionaban en una filosofía 
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individualista es decir lo que imperaba era la voluntad de las partes generando una 
idea privada del derecho dentro del proceso, dicha manifestación se vio reflejada 
en Alemania. Situados en el mismo tiempo el país de Austria su avance fue dirigido 
por Franz Klein, que tenía como ente rector la publicidad del proceso puesta de 
manifiesto a través de la función jurisdiccional que poseía el Estado.  
 Situados en el siglo XX, el sistema italiano, guiado de CHIOVENDA Y 
CARNELUTTI, le concede la carta al ciudadano y  al pensamiento procesal lo 
enmarca en una escala científica, pero todo ello dentro de idea de la publicidad del 
proceso, tal y como Klein lo pensaba, tal como refiere Veramendi (2011).  
 
1.2. Concepto 
 Según Monroy (1996) refiere que  los sistemas procesales son un conjunto 
de principios e instituciones que estructuran la forma de actuar dentro de un 
proceso civil. Ya que en este sentido combinando las características particulares 
de cada sistema junto con el proceso en el que se desarrollan cumplen con el fin 
de hacer positivos los derechos materiales de una sociedad en concreto. 
 Según Rodríguez (2012) los sistemas procesales con procedimiento que se 
disponen en distintos procesos, teniendo en cuenta la postura que tenga el juez y 
la parte. 
En síntesis los sistemas procesales se puede definir como la unión de 
principios que sirve de instrumento para ejercer los derechos reales de una 
determinada sociedad de manera justa es decir que guarde una armonía entre las 





Figura 1. Sistemas Procesales 
Fuente: Elaboración propia 
 
1.3.1 Sistema Privatístico 
  Según Monroy (1996) refiere que el pensamiento liberal surge con la 
Revolución Francesa, influyendo en las ciencias jurídicas y por consecuente en el 
proceso. Se enfocó un pensamiento que los derechos eran privados y por la tal 
consideración se actuó en el ámbito procesal; es decir si en el proceso civil se 
confrontan derechos civiles y estos son privados, se encontraban ante un proceso 
civil con actividad probatoria privada es decir solo de partes. 
 En Europa hasta el siglo XIX se le denominaba Sache der Partein 
(Cosa de las Partes), tal como refiere CAPPELETTI, citado por Monroy (1996).  
Según Veramendi (2011) el sistema procesal privatístico también es 
llamado sistema procesal dispositivo o adversarial.  En este sistema el proceso es 
el mecanismo a través de cual el Estado coloca a disposición de los particulares la 
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En conclusión el sistema procesal privatístico se fundamenta en que 
las partes son las que dan vida a un proceso determinado. 
 
 1.3.2 Sistema Publicístico 
  El sistema privatístico se tornó oneroso y absurdo, es por ello que los 
procesalistas decidieron hacer un cambio en la dirección del sistema. Dentro de la 
primera reforma, se basó en reducir el auge de la escritura en el proceso pero sobre 
todo dentro de la actividad probatoria. Como opción para contra restar dicho auge 
se optó por la oralidad; algunos intentos con esta opción fueron: el código de 
procedimiento civil de Hannover de 1850, elaborado por Gerhard Adolf Wilheim 
Leonhardt., el código de procedimiento alemán (Zivilprozessordnung) de 1879 y, el 
código de procedimiento austriaco vigente desde 1898, producto del talento de 
Franz Klein; tal y como refiere Monroy (1996). 
  Según Veramendi (2011) el sistema procesal publicístico o también 
llamado inquisitivo, en donde lo más relevante no es que los particulares solucionen 
sus conflictos, sino que por medio del derecho objetivo (creado por el mismo 
Estado), se direccionará de manera eficaz, considerando el requerimiento judicial 
para el complimiento de dicho derecho objetivo. Por otro lado Carrión, citado por 
Veramendi (2011) se basa en que el juez para un mayor esclarecimiento de los 
hechos debe indagar de oficio en su misión de buscar la verdad y resolver de una 
manera justa un caso en concreto.  
  Entonces se puede inferir que el sistema procesal publicístico 
favorece la función que ejerce el Estado sobre el interés de los particulares. 
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 1.3.3. Diferencia entre el Sistema Privatístico y Publicístico 
  Según Monroy (2007) refiere que la diferencia entre los dos sistemas, 
se engloba en una sola pregunta: ¿Quién sirve a quién? Al encontrarse las partes 
enfrentadas en un conflicto de intereses brindan al Estado la posibilidad de ratificar 
la eficacia del derecho objetivo para lograr la paz social en justicia; como resultado 
de ello, el proceso corresponde ser una actividad pública, arraigado a las normas 
del derecho público. Partiendo de esta  premisa cabe indicar dos puntos 
importantes, en primer lugar, el sistema publicístico se ha convertido en la 
actualidad en la elección más común y aceptable para el diseño de un 
ordenamiento procesal específico, en este sentido el mantenerse en un sistema 
privatístico es indicio de una obsolescencia, sobretodo en aquellos ordenamiento 
actuales que se ajusten de manera estricta al liberalismo individualista o privatístico. 
En segundo lugar, a raíz del auge que ha tenido el sistema publicístico, ha traído 
como consecuencia que en la actualidad al interior de una función pública se 
discuten derechos privados. Es por ello que a la interrogante que plantea el citado 
autor pone en evidencia que el sistema privatístico se enfoca en que la razón de 
ser en un proceso son las partes y en oposición a ello el sistema publicístico se 
fundamenta en la función que ejerce el estado, con la cual los particulares acceden 
a su derecho. 
 En síntesis es preciso aclarar que no existe país en donde sus 
ordenamientos tengan definido un solo sistema, al contrario a veces suele ser mixto 




1.4. El Sistema Procesal Peruano 
 Según Veramendi (2011) el sistema procesal que acoge el Código Procesal 
Civil peruano es el sistema procesal Publicístico, puesto que una avance positivo 
que generó el Código de 1993, en el cual se orientó la publicidad del Código y la 
regulación de la postulación del proceso. Empero, considerando que los principios 
que rigen a cada uno de los sistemas procesales, se puede diferir que el sistema 
procesal civil peruano incluye principios del sistema privatístico tal y como se 
observa en el artículo 194 del Código Procesal Civil respecto a la prueba de oficio, 
es decir la actividad probatoria ya no corresponde solo a las partes sino también al 
juez; convirtiéndose de esta menta en un sistema procesal mixto. 
 Sin embargo, es importante distinguir que no hay país que tenga un sistema 
totalmente puro pero se debe dejar en claro que ante la realidad jurídica se debe 
tomar todas las medidas que sean necesarias para ejercer la función del estado y 
de esta manera los particulares resuelvan sus conflictos. En conclusión de acuerdo 
a la doctrina en nuestro sistema impera un sistema publicístico o inquisitivo, quizá 












Sub Capítulo II: PROCESO CIVIL 
2.1. Contexto Histórico 
 Según Monroy (1996) refiere que desde la gestación, desarrollo y posterior 
desenlace, en Roma prevalecieron dos grandes sistemas procesales: el ordinario y 
el extraordinario. Dentro del sistema ordinario cabe resaltar  dos fases: la de las 
legis actiones que se encontró vigente hasta el ciclo II a.c y la del procedimiento 
formulario, que se localiza entre el siglo II a.c hasta el siglo II d.c. Para dar paso a 
un lento pero significativo progreso en el derecho romano y  convertirse de esta 
manera en una tendencia a prohibir a los ciudadanos su tutela directa respecto a 
sus derechos, en consecuencia poco a poco se desarrolla una función jurisdiccional 
ejercida por el Estado con respecto a la solución de los conflictos que se generen 
entre los cuidadnos producto de sus convivencia dentro de una sociedad. En cuanto 
al sistema extraordinario o cognitivo, se caracteriza por la contraposición al sistema 
ordinario, puesto que no presenta dos etapas sino solamente una. Además en 
cuanto a la estructura judicial se vuelve directamente tributaria del poder central, 
asimismo, se nombran jueces justos que se haga responsables de la resolución del 
conflicto que se les atribuye. A manera de conclusión, lo más resaltante en cuanto 
al procedimiento extraordinario, es sin lugar a duda que durante el siglo XX  ha 
estado vigente en los países latinoamericanos. 
  En el proceso germánico la actividad judicial era desarrollada en asambleas 
populares llamadas ding o tuniginus, su relevancia. Una tendencia en este proceso 
era encontrar el acuerdo entre las partes, con o sin el apoyo de un juez 
determinado. Además a lo antes mencionado otros rasgos de suma importancia 
para este proceso es la oralidad, el sistema probatorio, en donde se prefirió buscar  
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el acuerdo entre las partes sin la necesidad de un juez para la resolución de sus 
conflictos; tal y como lo refiere Monroy (1996).  
Según Monroy (1996) refiere que a pesar  de la urgencia social que buscaba 
reformar de manera integral el proceso civil peruano, pasaron muchos años sin que  
algo sucediera en torno a este contexto, a tal dimensión que el Código de 1912, a 
pesar de haberse originado desfasado, se mantuvo en vigencia por un periodo de 
81 años.  Si bien han existido comisiones destinadas a la revisión y reforma del 
Código y otras tantas modificaciones, resultan frustradas puesto que no lograron la 
efectividad que se esperaba. Lo cierto que un gran avance a nuestro proceso fue 
la derogación del Código de 1912 a través del Decreto Legislativo N° 768,  
posteriormente entrando en vigencia el Código Procesal Civil a los 28 días del mes 
de julio del 1993, que rige hasta la actualidad. 
 
2.2. Conceptos según la doctrina procesal 
 Carnelutti, citado por Rueda (2012) refiere que el proceso civil es una serie 
de hechos o actos relacionados  a los hombres, asimismo resulta adecuado llamar 
“proceso” porque significa la estructura de un fenómeno o conflicto; también piensa 
que el proceso un método que sirve como  aplicación del derecho. En síntesis lo 
que busca lograr el proceso civil es la regulación del conflicto de interés que existe 
entre las partes procesales y obtener como resultado la justicia y la paz. 
 Couture, citado por Rueda (2012) indica que el derecho procesal civil es una 
rama jurídica que se encarga de estudiar la naturaleza, desarrollo y la eficacia del 
conjunto  de relaciones jurídica denominado proceso civil, además refiere que el 
proceso es un conjunto de hechos que van de manera correlativa según se va 
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desarrollando, con el único fin de resolver el conflicto que existe a través de la 
decisión que tome la autoridad judicial. 
 Chiovenda, citado por Rueda (2012) refiere que el proceso civil es la 
manifestación de la voluntad destinada a regular la actividad de las partes 
conjuntamente con lo dispuesto en la ley. El proceso civil es la manera con cual 
pueden actuar las partes, en donde una es la demandante y el otro el demandado. 
 Monroy, citado por Rueda (2012) señala que existe medios de solución de 
conflictos extrajudiciales tales como: arbitraje, conciliación, mediación, los cuales 
permiten resolver conflictos sin necesidad de convertirlo en un litigio que genere a 
las partes dilatación de tiempo y dinero, por tanto el proceso civil se convierte en la 
última ratio para dar solución al conflicto, cuando no es posible hacerlo por los 
medios antes mencionados.  
2.3. Naturaleza del Proceso Civil 
 Blanco, citado por Arango (2010) indica que el proceso privatístico 
corresponde el de un juez espectador y la prueba del mismo es rigurosamente de 
parte; pero ante las nuevas tendencias el juez ha tenido que ceder rompiendo así 
el pensamiento individualista ilustrado y la imposición del concepto social. En este 
sentido en un Estado de Derecho se impone como deber del juez, la conducción 
del proceso director del mismo, ello a razón de un nuevo concepto de interés público 
que recae en la solución de los conflictos de intereses y en materia probatoria se 






2.4. Finalidad del Proceso Civil 
Londoño, citado por Arango (2010) refiere que proceso civil cumple dos 
finalidades: Una de ellas privada, cuando para resolver un conflicto intersubjetivo 
de intereses no ha logrado terminar autocompositivamente; y una pública, que 
consistente en que el Estado garantiza a los administrados el mantenimiento del 
orden y el equilibrio de justicia; después de atribuirles la prohibición del uso de la 
fuerza privada.  
En síntesis la finalidad del proceso civil se engloba en la solución que se da 
a los conflictos jurídicos que se generen en la sociedad junto con el principio rector 
del proceso que es la búsqueda de la verdad, por ende ambas características hacen 
posible que cumple con el que tiene el proceso civil. 
2.5. Teoría del proceso 
 Según Monroy (1949) indica que anteriormente se consideraba al proceso 
no como una ciencia autónoma, sino por el contrario que estaba referido a las 
normas de conducta que deben en consideración las partes para actuar delante de 
los jueces, es decir el proceso contenía solo las reglas de comportamiento ate los 
órganos jurisdiccionales. Pero con el tiempo dicho pensamiento cambio, tomando 
un carácter distinto con respecto al proceso, es decir, considerarlo como la 
expresión dinámica dentro de un derecho material. 
 La teoría del proceso es una disciplina, que resulta  de la procesalística 
Alemana del siglo pasado y después de la elaboración sistemática de la doctrina 
italiana, dicha extensión aún se desenvuelve en el presente siglo, tal y como lo 




 A modo de conclusión en cuanto a la teoría del proceso es la actividad que 
hay entre las partes ante un juez y la actuación que debe tener en cuenta. 
 
2.6. El objeto de estudio de la teoría del proceso 
 La Teoría del proceso es el cúmulo de conocimientos destinados a la 
comprensión de la disciplina jurídica que indaga la función de los órganos 
especializados del Estado, destinados a resolver los conflictos de interese entre las 
partes, específicamente en el ámbito del  método utilizado para conducir el conflicto 
a su solución,  tal como lo refiere Monroy (1996)”. 
Alcalá y Carnelutti, citados por Monroy (1996), indica que para la solución de 
los conflictos 3 maneras resolver: la primera por la acción inmediata  de las parte o 
autodefensa, la segunda es cuando los mismos interesados resuelven sus conflicto 
o lo también denominado la autocomposición; para finalizar la tercera es cuando 
las partes depende de un tercero ajeno al conflicto para resolver el problema es 
decir la llamada heterocomposición. 
 
2.7. Proceso y procedimiento 
Según la doctrina, proceso y procedimiento tienen una misma etimología es 
que “proceder”, pero de diferencian por su estructura y los objetivos que tiene cada 
uno: 
 
 2.7.1. Proceso 
  Según Rueda (2012) indica en el proceso se considera la estructura y 
los nexos que se dan entre los actos, las partes que lo realizan, las condiciones de 
los sujetos que los producen, la carga probatoria presentadas por las partes, 
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asimismo los derechos que confiere y la finalidad situada por los principios que 
rigen como base del proceso. 
  Carnelutti, citado por Monroy (1996), refiere que el proceso es el 
conjunto de los actos que deben actuarse para componer un litigio. 
 2.7.2. Procedimiento 
  Según Rueda (2012) refiere que el procedimiento se estructura en 
razón de las normas, trámites, pasos a seguir para formular y tener como resultados 
pronunciamientos, siendo ello ajustable a cualquier actividad jurídica  o 
administrativa. 
Carnelutti, citado por Monroy (1996) indica que el procedimiento es 
el orden o secuencia correlativa en que llevan a cabo los actos de las partes dentro 
de un proceso. 
   
2.8. Función del Juez 
 Según Monroy (1996) refiere que el juez  esta siempre a la vanguardia de la 
escala de valores que el legislador tuvo en cuenta cuando elaboró las normas. 
Asimismo,  la función del juez es la conservación de los valores y lo que la norma 
establece en una sociedad para llevar un equilibrio entre las partes  ante un conflicto 
en el que se encuentren ambos. Es decir el juez, aparte de ser funcionario público, 
es la expresión de los valores sociales en una sociedad.   
 Según Rueda (2012) indica que a raíz de la finalidad que tiene el proceso 
civil, como resultado de una caracterización mixta del sistema procesal marcado en 
los ordenamientos modernos, ha traído consigo el rol que tiene el juez dentro de un 
proceso, que es el de directo del mismo y responsable de dar cumplimiento a las 
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normas legales, conjuntamente con el orden y la justicia, todo ello propio del Estado 
constitucional en el que nos encontramos.  
 Se puede deducir entonces que el juez dentro de un proceso tiene la función 
de ser instrumento que provee la justica en la resolución de los conflictos generados 
entre las partes, asimismo a través del cumplimiento de las normas procura 
establecer la posible verdad de los hechos, a través de la dirección activa dentro 
del litigio. 
2.9. El debido proceso y su relación con la imparcialidad 
 El debido proceso se encuentra regulado como garantía constitucional 
consagrada en el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú , la 
función principal que cumple el debido proceso es de asegurar los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política del Perú, cediéndoles a las 
personas la posibilidad de recurrir a los órganos de justicia para obtener la tutela 
jurisdiccional de los derechos individuales, por medio de un procedimiento legal en 
donde es posible de manera razonable y suficiente ser atendido, ejercer el derecho 
de defensa, producir prueba y tener como resultado una sentencia que decida la 
causa dentro del plazo establecido por Ley. 
El debido proceso es un derecho fundamental que se materializa en aquellas 
garantías que ayudan a tener un resultado justo, equitativo e imparcial en un 
proceso, lo que se conoce como la tutela jurisdiccional efectiva 
En cuanto a la definición del debido proceso se fundamenta en lograr y 
mantener el equilibrio entre la parte y el juez, para que de esta manera se logre la 
paz social en justicia. Además, según Quiroga (2003), sostiene que por medio del 
debido proceso legal se pude asegurar a la partes que el proceso en sí, se está 
llevando a cabo de manera justa y segura en cumplimiento de las normas legales, 
39 
 
conjuntamente con el respeto de los derechos y deberes que tienen tanto las partes 
como el juez. 
Por otro lado, según Martínez (2010) refiere que la imparcialidad como 
principio tiene una estrecha relación con el principio del debido proceso, pues este 
último, protege el equilibrio de las parte dentro de un litigio; además el debido 
proceso no solo es considerado como el instrumento que cuida las garantías en la 
actuación del derecho material, sino que además impone límites a la actuación del 
Estado, al grado de constituir un freno a la posible acción arbitraria de este frente a 
todas las personas sujetas a la acción. Desde este punto de vista la imparcialidad 
va de la mano con el debido proceso, toda vez el juez se mantiene ante un proceso 
sin su interés propio, sino por el contrario el de las partes, asimismo el antes 
mencionado es un garante del equilibrio procesal de las partes, es decir se 
comparta como un tercero que va a direccionar el proceso y hacer posible una 
solución razonable y justa para las partes, sin perder su imparcialidad es decir sin 






Figura 2. Estructura del Proceso Civil 
Fuente: José Ramos Flores (2014) 
Figura 3. Estructura del Proceso Civil 
Fuente: José Ramos Flores (2014) 
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Sub Capítulo III: LA PRUEBA DE OFICIO 
3.1. Contexto Histórico 
 3.1.1.  Alemania y el nazismo 
  Según Montero (2012), refiere que la Ordenanza Procesal Civil de 
1877 puede  tomarse como liberal y arribada la época del nazismo, se sostuvo que 
el común denominador del régimen político que imperaba en ese entonces era la 
tiranía enmarcada del criterio del pueblo. Que tenía como pretensión la exaltación 
de la postura del juez; quien poco a poco se transformó en dependiente del poder 
nazi. Es por ello que Franz, citado por Montero (2012), indica que el juez no debe 
perder su envestidura como tal para aplicar el derecho, sin ir en contravención de 
la ideología nacionalista de esa época. 
 3.1.2. Italia y el fascismo 
  Según Montero (2012), indica que el nacimiento del proceso civil del 
fascismo italiano es la que está contenida en la Relazione (Exposición de Motivos) 
del Código Procesal Civil de 1940, donde se encuentra los siguientes motivos: 
1. El Código se basaba en una limitación respecto a lo político, es 
decir se fundamentaba en los intereses individualistas en base al 
Estado Liberal. 
2. Uno de los puntos importante que abarca el Código Procesal Civil 
de 1940 fue la ampliación de los poderes del Juez que son dados 






Según Couture (1985), refiere que la prueba es un medio de verificación de 
las proposiciones que las partes o también llamadas litigantes exponen dentro de 
un juicio. Señala también que la prueba civil no es una indagación, toda vez que si 
fuera de esta manera el juez civil se convertiría en un investigador, y como se sabe 
esa no es la función del juez; por el contrario lo que el juez realiza es constatar si 
efectivamente la prueba que han presentado las partes son pertinente para que de 
esta manera puede tomar un decisión justa. 
Resulta pertinente considerar lo regulado por el artículo 188 del Código 
Procesal Civil, en donde establece los medios probatorios que sirven para generar 
certeza en el juez, o lo que es igual decir, sirven para convencerlo de las 
afirmaciones realizadas en el proceso. Pero, este convencimiento dependerá de la 
eficacia de los medios probatorios, es decir proporcionen contundencia al proceso 
para legar a la verdad, tal y como lo refiere (Martel, 2015). 
 Montero, citando por Martel (2015) indica que quien señala que la actividad 
probatoria no es investigadora, sino verificadora de los alegatos hechos por las 
partes, siempre que estas pruebas se encuentren dentro del marco legal, La 
determinación de la carga probatoria es también un derecho de las partes.  
En síntesis, se puede decir que la prueba va servir al juez como instrumento 
de verificación en los hechos y los alegatos que tengan las partes dentro de un 
proceso.  
Ahora bien después de haber analizado el concepto de la prueba, puedo inferir 
el concepto de la prueba de oficio; como aquel medio probatorio por el cual el juez 
admitirá y como consecuencia de ello actuará en el proceso, dejando de lado la 
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iniciativa de la partes; porque nuestro sistema al ser publicístico o inquisitivo, dan 
esa facultad al juez para que de esta manera pueda crear convicción sobre los 
hechos materia de conflicto, tal como lo indica Pérez (2015). 
En nuestro país, la prueba de oficio se encuentra regulada en el artículo 194 
de Código Procesal Civil. 
 
3.3. Fuente y Medio de Prueba 
 Según Hurtado (2015) refiere que las partes dentro de un proceso inician con 
la afirmación de hechos vinculado a su pretensión, estos hechos deber estar 
relacionados al conflicto que genero el proceso; sin embargo, toda la información 
para la contrastación, la verificación, comprobación y falsedad  de los hechos en 
coyuntura, se ubican fuera del proceso, es por ello que se requiere de mecanismos 
idóneos, lícitos y pertinente parta llevar la información fuera del proceso a su 
interior. Entonces vale decir que no es lo mismo fuente y medio de prueba, se 
encuentran estrechamente ligados pero existe diferencia entre ambos, como a 
continuación lo explicare: 
 
 3.3.1 Fuente de Prueba 
  Según Hurtado (2015) refiere que la fuente de prueba contiene 
información sobre hechos relacionados al proceso y que resultan importantes para 
el propósito de las partes; en la labor de convencer al juez con respecto a la 
veracidad de las afirmaciones, no obstante esta información se encuentra fuera del 
proceso, por lo que se considera que la fuente es preprocesal, porque existe antes 
del proceso y además es extraprocesal, debido a que se encuentra fuera del 
proceso. Aunque la doctrina ha objetado  la afirmación de que la fuente es anterior 
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al proceso y que se ubica fuera de él, poniendo como ejemplo a la pericia, la cual 
no es posible ubicarla antes del proceso.  
Según Sevilla (2016) indica que se puede afirmar que la prueba es el 
resultado extrae el juez después de valorar un medio probatorio acerca del hecho 
en conflicto. 
 
3.3.2 Medio de Prueba 
Según Hurtado (2015) indica que los medios de prueba son las 
herramientas que van a consentir la evaluación del objeto de la prueba por parte 
del juez; es decir, son los instrumentos en los que se basan las partes, para de esta 
manera obtener la evaluación del juez sobre el objeto. 
Según Sevilla (2016) refiere que los medios de prueba constituyen el 
mecanismo como la fuente de prueba insertada al proceso judicial, siendo este 
medio objeto con el que se busca afirmarse un hecho 
En síntesis la fuente es la realidad, lo que ya existe; la manera de 
cómo se aporta o el mecanismo que actúa en el  proceso es el medio de prueba 
con el fin de generar convicción en el juzgador. 
 
3.4.  Objeto de la Prueba 
En el artículo 188 del Código Procesal Civil peruano establece que los 
medios probatorios tiene por finalidad acreditar los hechos que sustentan las partes, 
para producir convicción en el juez respecto a los puntos que se encuentra en 
controversia y de echa manera argumentar sus decisiones. Conforme a  esta 
disposición, Martel (2015) refiere que el proceso se debe verificar los hechos que 
sostienen las partes, pero si es cierto los medios probatorios tiene el fin antes 
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señalado, debe especificarse que dicha verificación debe hacerse en torno a los 
puntos de coyuntura que se determinan en el proceso, o aquellos hechos que de 
acuerdo a la norma legislativa debe acreditar la parte activa que es el demandante 
cuando el demandado se encuentra rebelde.  
En síntesis el objeto de la prueba se fundamenta en la convicción que 
debe generar su actuación frente al juzgador sobre los hechos controvertidos, para 
que de esta manera él tome una decisión justa de acuerdo a las normas legales. 
 
3.5.  Valoración de la Prueba 
En el artículo 197 del Código Procesal Civil establece que todos los medios 
probatorios presentados por las partes  deben ser valorados por el Juez, siempre 
que este use una valoración razonada. Sin embargo, en la resolución sólo se 
formularan  las valoraciones más importantes y determinantes que fundamenta su 
decisión.  
Couture, citado por Martel (2015) indica que tal como lo establece la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos las pruebas deben ser valoradas siguiendo  
las reglas de la sana crítica, ante ello el citado autor indica que la sana crítica es 
una categoría que se ubica entre la prueba legal y la libre convicción, sin caer en 
una excesiva rigidez en cuanto a la prueba legal, para que de esta manera se regule 
la actividad intelectual que tiene el juez frente a la prueba. 
La libre valoración de la prueba, optimiza la función juzgadora que tiene 
posee el juez, toda vez que tiene el deber de determinar el resultado probatorio 
específico de los medios de pruebas aportado al proceso, en consecuencia 
generando una decisión consistente en la verdad de los hechos y los demás 




3.6.  Naturaleza de la Prueba de Oficio 
 Según Chávez (2012) indica que la prueba de oficio como tal es facultativa, 
puesto que según el artículo 194 del Código Procesal Civil vigente, su actuación es 
de manera excepcional es decir no es el deber del juez actuar pero lo que sí es una 
obligación es de cuidar de no reemplazar a las partes.  
  
3.7.  La carga de la prueba y los sistemas procesales 
 La actividad probatoria no sólo se atañe a la facultad que tiene las partes de 
manera preferencial, sino que además se compone una facultad al juez. Al respecto 
Gimeno, citado por Veramendi (2011) indica a modo de comentario sobre la Ley de 
Enjuiciamiento Civil Española, en donde el principio de aportación de la parte es 
una regla que se debe de cumplir dentro de un proceso civil. 
 Veramendi (2011), citando a Alvarado, indica que el proceso debe ser visto 
desde el punto constitucional y el respeto que debe tenerse a los derechos 
fundamentales contenidos en la Constitución, por consiguiente, el juez no debe 
intervenir en la actividad probatoria porque quebrantaría su imparcialidad. 
Es por ello que a modo de síntesis, ante las tendencias modernas ha originado que 
la actividad probatoria no sólo emane de una potestad privilegiada de las partes, 
sino  que desencadena un poder del juez; y todo ello sirve de medio para la 







3.8.  El poder del Juez para disponer pruebas de oficio 
 Taruffo, citado por Veramendi (2011) indica que, el poder con el que cuenta 
el juez para actuar las pruebas de oficio, establece una función activa por parte del 
el, más no una función autoritaria; puesto que las partes al ejercer íntegramente su 
derecho al entregar toda las pruebas que disponga, por tanto al juez le proporcionan 
elementos suficientes para la convicción sobre los hechos dando lugar a que no es 
necesario que el juez ejercite sus poderes. Resultaría dicotómico una función 
inquisidora y autoritaria por parte del juez que consiga las prueba de oficio de propia 
iniciativa, no permitiendo a las partes hacer uso de sus derechos como el de 
contradicción y vulnerando las garantías que esperando dentro de un debido 
proceso. 
 La idea acerca de la actuación de la prueba de oficio se centra en que el juez 
puede disponer de ella pero sin quebrantar su principio de imparcialidad es decir 
que debe respetar la posición de cada una de las partes involucradas en el proceso 
así como el juez deberá cumplir su rol de director dentro del proceso sin favorecer 
a ninguna de las partes al disponer dicha prueba en mención. 
  
3.9.  A favor y en contra de la Prueba de Oficio 
 Gaitán (2010) refiere que en la  actividad probatoria, el sistema procesal al 
reformar el Código Procesal Civil, el juez ha cambiado su rol de ser un ente pasivo 
a un actor involucrado, ello en razón de ser que el juez al ser el director del proceso 
va a procurar que sea dentro del marco legal tal como lo indica su posición de 
juzgador. 
 Entonces al tener la premisa anterior, se puede inferir el juez al tener este rol 
activo dentro del proceso, tiene el poder de decretar de manera excepcional la 
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prueba de oficio siempre que los medios de prueba presentado por las partes sea 
insuficiente en la convicción de los hechos en torno a los puntos controvertidos , es 
decir es algo positivo que el juez cumpla con su labor de dirección del proceso para 
que de esta manera actúa las pruebas pertinentes siempre que dichas fuentes de 
prueba hayan sido citados por las partes, para tener como resultado un debido 
proceso dentro de los parámetros que la ley establece. 
 Pero contra  la prueba de oficio existe un detractor que es el autor Alvarado 
Velloso, citado por Gaitán (2010) indica que el juez está facultado para dirigir un 
proceso para que esta manera sea justo para las partes que se encuentran dentro 
del litigio, pero el citado autor refiere que si actúa la prueba de oficio el juez no 
estaría quebrantando su principio de imparcialidad, el cual se refiere a que el 
juzgador no puede favorecer a una de las parte. Todo ello en razón de que se 
cumpla un debido proceso y se efectivice el garantismo de la prueba. 
 Desde mi punto vista el autor citado en el párrafo anterior tiene razón en 
tener la ideología que al actuar la prueba de oficio el juez estaría perdiendo su 
imparcialidad frente a las partes; pero es importante establecer que para el 
esclarecimiento de hechos que no se pueden verificar de manera indubitable y 
siempre que la fuente de la prueba haya sido presentada por las mismas, además 
de la excepcionalidad de la prueba de oficio , es pertinente que en los casos en los 
que amerite actuar,  se deba ordenarla para llevar acabo un debido proceso y por 
consiguiente como resultado una decisión justa para ambas partes procesales. 
 
3.10. Finalidad de la prueba  
 La prueba tiene por finalidad producir convicción de la existencia o 
inexistencia de los hechos que las partes sustentan en el proceso, para lo cual el 
49 
 
juzgador se vale de los probatorias para constatar dicha veracidad. Además en 
nuestra legislación el Código Procesal Civil  en su artículo 188 prescribe que la 
finalidad que tiene los medios de prueba en el proceso, asimismo en cuando al juez 
generará convicción sobre los hechos controvertidos pero siempre apuntando a la 
verdad de los hechos. , tal y como lo refiere Verger Grau (2015). 
 
3.11. La discrecionalidad del juez en la prueba de oficio 
 Según Ibarra (2014) refiere que el término discrecional significa la posibilidad 
de que la autoridad, en el caso del proceso es el juez, elija entre dos o más opciones 
con idéntica legitimidad. 
 Según Gaitán (2010) refiere que cuando se omite una prueba de oficio  
facultad discrecional del juez para efectuarla, toda vez que el proceso no debe 
llevarse al fracaso con actitudes pasivas u omisivas por parte de los litigantes, al 
contrario es allí donde el juzgador entra a tallar para que esta manera se cumpla 












Sub Capítulo IV: LEGISLACIÓN COMPARADA CON RESPECTO A LA 
PRUEBA DE OFICIO 
4.1. Colombia 
En la legislación Colombiana la  prueba de oficio es una herramienta jurídica 
procesal, que se encuentra regulada en los artículos 179 y 180 del Código de 
Procedimiento Civil de Colombia, para ser manipulada por el juez cuando sea 
necesario en caso de no tener convicción sobre los puntos controvertidos que las 
partes sustentan. El decreto discrecional que tiene el juez para actuar este tipo de 
prueba se ha constituido como objeto de debate en las Altas Cortes, tal como lo 
refiere Gaitán (2010).  
Los artículos en los cuales se encuentra regulada la prueba de oficio en el 
proceso civil desde el punto de vista de la relación existente entre la iniciativa 
probatoria del juez, el sistema procesal adoptado por el legislador, el modelo de 
Estado de la Constitución y los fines que en el mismo corresponden a la 
administración de justicia. El modelo de Estado y el sistema procesal existentes en 
un país dado han determinado históricamente la naturaleza y finalidad del proceso 
civil, como escenario para resolver conflictos particulares o como instrumento para 
construir la verdad de los hechos. En esa lógica, el artículo analiza la doble finalidad 
pública y privada del proceso civil y el papel del juez como director del proceso en 
el contexto del Estado social de derecho para presentar de forma conclusiva cómo 
la prueba de oficio en materia civil constituye una facultad-deber del juez, orientada 
a hacer efectivos los postulados de justicia material propios de este modelo de 
Estado.  
Asimismo en la Constitución colombiana en su artículo 2, define que el fin 
del Estado es asegurara una convivencia en paz en relación al orden justo. A partir 
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de este  fundamento constitucional se puede inferir  que el Estado, por medio su 
ordenamiento jurisdiccional, tiene como dominante el brindar un escenario 
mediante el cual no sólo se asegure la convivencia pacífica a través de la resolución 
de conflictos entre particulares, sino también la presencia de un orden justo por 
medio de las  decisiones conformes con la realidad de los hechos y las normas que 
los gobiernan.  
En este sentido, el juez es titular del proceso, para la realización de los fines 
pertinentes, mediante la utilización de las herramientas que le brinda el 
ordenamiento para hacer efectivos los postulados de justicia e igualdad predicados 
en la Constitución. En este sentido la función jurisdiccional en el Estado social de 
derecho, implica que se desarrolle la actividad probatoria por parte del juez; cuando 
no cumpla con lo acotado debe ser sancionado por el incumplimiento a un mandato 
legal, tal y como lo refiere Gaitán (2010). 
Por otro lado lo que busca la Constitución Colombiana no es otra cosa que 
el garantísmo de un proceso justo para las partes, y así hacer efectivo la paz y la 
armonía en la sociedad. 
Finalmente, en relación a la decisión judicial, en primer lugar como fin a una 
disputa privada, y su único propósito es resolverla; en  segundo admite que la 
decisión judicial resuelve el litigio, pero mediante la aplicación del ordenamiento 
jurídico. De estas dos visiones de la decisión judicial, es propio del modelo de 
Estado social de derecho que la decisión del juez en el proceso no sólo resuelva el 
conflicto presentado por las partes mediante el reconocimiento de una de las 




La estructura política del Estado social y constitucional del derecho exige unos que 
la decisión que tome el juez debe ser razonable, esto de manera que puede 
establecer igualdad entre las partes en la disyuntiva probatoria, asegurando una 
defensa legal idónea, impulsar el proceso, valorar lo hechos más representativos, 
hacer posible que se pueda llegar a la verdad a  través de los mecanismos de 
verificación de hechos. 
Al hacer uso el juez de la prueba de oficio no se está convirtiendo en una 
juez autoritario sino por el contrario en un juzgador que vela por el cumplimiento de 
las normas tal y como lo prevé la constitución siempre la dicha actuación ayude a 
llegar a tomar una decisión más justa en cuanto al proceso que se está dando entre 
los particulares por el conflicto que haya surgido. 
 
4.2. Chile 
 Según Arango (2010) refiere que tradicionalmente, el enfoque de los 
estatutos procesales chilenos está sellado por un formato de enjuiciamiento que, 
se circunscribe dentro del autoritarismo procesal, enmarcado por un estructura de 
un sistema mixto o, denominado por algunos, sistema neo - inquisitivo, en el que el 
rol del juez resulta dominante, teniendo amplias facultades en materia probatoria.   
Con referente a lo citado por la autora anteriormente, el juez en el proceso 
civil debe tener una figura de director o conductor del proceso, además de tener un 
comportamiento activo en busca de la veracidad de las cosas. Es verdad que las 
partes tienen la carga de proporcionar las pruebas, pero si el juez no tiene la 
convicción de la manera cómo sucedieron los hechos que se le presentan, el 
ordenamiento procesal pone a su disposición todo los instrumentos necesarios para 
tener la certeza acerca de la situación problemática que se le plantea, uno de esos 
53 
 
instrumentos que posee el juez es la de accionar la prueba de oficio 
independientemente de la voluntad de las partes, y así emitir una sentencia justa. 
 
4.3. España 
 Según Arango (2010) indica que el principio dispositivo que rige en la 
jurisdicción civil, determina que sean las partes quienes propongan al Tribunal la 
prueba de que intentan valerse en el procedimiento. No obstante, el tribunal podrá 
acordar de oficio que se practiquen determinadas pruebas sólo en los casos que 
prevea la ley. Así durante la celebración de la audiencia previa en un juicio ordinario, 
si tras la proposición de prueba que realizan las partes estimara el Tribunal que 
ésta es insuficiente para el esclarecimiento de los hechos controvertidos, podrá 
exponer a las partes aquél hecho que por la insuficiencia de la prueba pudiera verse 
afectado, señalando igualmente la prueba que las partes pueden proponer. En los 
procesos sobre capacidad de las personas, filiación, matrimonio y menores, el 
Tribunal, con independencia de las pruebas que puedan solicitar las partes o el 
Ministerio Fiscal, podrán siempre acordar cualquier prueba que estime necesaria 
para la resolución del procedimiento. 
Cuando el tribunal considere que las pruebas presentadas por las partes 
resultaran insuficientes para el esclarecimiento de los hechos controvertidos lo 
pondrá de manifiesto a las partes indicando el hecho o hechos que, a su juicio, 
podrían verse afectados por la insuficiencia probatoria. El tribunal al manifestarse 
de esta manera, podrá efectuar las pruebas que crean conveniente. Se puede 
acotar además que cuando el tribunal manifiesta esa insuficiencia en la en la que 




Según Arango (2010) refiere que en la legislación Mexicana la prueba de 
oficio, es la prueba que aporta el juez en el caso que tenga su despacho, que va a 
tener como finalidad demostrar un hecho que ha sido alegado por una determinada 
parte, inclinando la balanza para quien en realidad tiene el derecho. Sin embargo, 
la prueba oficiosa para una parte de la doctrina puede atentar contra principios 
como los de imparcialidad, neutralidad e independencia que debe tener el juzgador 
que administra justicia.  
En ese sentido, si el juez actúa una prueba para demostrar un hecho alegado 
por una de las partes, realizando con ello un cambio en el deber de probar los 
hechos alegados a una de las partes, estará incumpliendo con su deber de 
administrar justicia de forma imparcial. Por el contrario, si el juez aporta una prueba 
al proceso con el fin de demostrar que una de las pruebas de determina parte es 
oscura o incompleta, cambia el sentido, pues no se estará violentando la 
imparcialidad y neutralidad que debe caracterizar a todo administrador de justicia, 
pues su actividad no está viciada y solo busca tener una plena convicción en cuanto 
a la comprobación de los hechos para la motivación de la sentencia a emitir. 
 
4.5. Ecuador 
Según Osorio  (2009) sostiene que la potestad de jueces y tribunales para 
interponer por su propia autoridad, sin instancia o requerimiento de partes, en las 




En Ecuador, la prueba de oficio es una herramienta jurídica procesal a ser 
utilizada por el juez cuando así lo considere conveniente y que al momento de hacer 
uso de ésta potestad se infringe algunos de los principios del proceso. Una vez 
vencida la etapa probatoria y que el juez ordene la actuación de alguna prueba, las 
partes no podrán ofrecer otros medios probatorios; debiendo tenerse presente que 
la prueba dispuesta de oficio no servirá “para mejor resolver” sino que siempre 
servirá para resolver a favor de una de las partes atentándose de esta manera otro 
principio procesal el de imparcialidad, así como la de la necesaria neutralidad del 
juez, esta posición ha sido sintonizada por tratadistas que han dado paso al 
nacimiento de conceptos nuevos en materia procesal. 
Los poderes del Juez y sus límites, la institución del Derecho Procesal 
sostiene: no solo el juez debe mantenerse en los límites de la demanda, sino que 
debe incluso abstenerse de apreciar de oficio determinados hechos, tal y como lo 
refiere Chiovenda (1954).  
Los artículos 118 y 130 del Código Procesal Civil, el numeral 10 del Código 
Orgánico de la función judicial, le da la facultad al juez de alterar la esencia del 
proceso, toda vez que puede disponer de la prueba de oficio para tener la 
convicción de las afirmaciones que las partes presenten en el proceso, ello 
dependerá del fallo que emita. Asimismo se alterna la consagración del proceso, ya 
que depende las partes el éxito o fracaso del mismo. 
4.6. Argentina 
 Gaitán, citado por Martel (2015) refiere que en la legislación argentina, en el 
artículo 36 del Código Procesal y Civil de la Nación, establece que aún sin 
requerimiento de las partes los jueces y tribunales podrán ordenar las diligencia 
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necesarias para verificar los hechos en controversia, además podrán dispone en 
cualquier momento, de la presencia de las parte para que les fundamenten sus 
pretensiones respecto al conflicto, también de decidir en cualquier estado la 
presencia de los testigos, peritos y demás especiales que sean necesarias sus 
declaraciones; todo ello de acuerdo a las formalidades que prescritas en el Código. 
 
4.7. Uruguay 
 Gaitán, citado por Martel (2015) refiere que en la legislación de Uruguay, el 
artículo 24 del Código General del Proceso establece que el Tribunal está facultado 
para ordenar las diligencias necesarias para la demostración de la verdad sobre los 
hechos que se encuentra en controversia dentro de un proceso, siempre que se 
respete el derecho a la  defensa que tienen las partes; además está para disponer 
en cualquier momento de cualquier medio de prueba para llegar al objeto del litigio. 
 Asimismo el citado autor nos refiere que el tribunal en segunda instancia, si 
considera importante que mediante la actuación de la prueba oficiosa se ha 
trastocado el principio de igualdad de las partes dentro del proceso, se pondrán 
disponer de medidas complementarias, con el fin de salvaguardar el respeto y el 
derecho a su defensa que tiene las partes dentro del juicio.  
 
4.8. Costa Rica 
 Gaitán, citado por Martel (2015) indica que en la legislación de Costa Rica, 
la prueba que se ordena para un mejor esclarecimiento sobre los puntos 
controvertidos en el proceso se llama “prueba para mejor proveer”, dicha prueba se 
ordenará y no se concibe el accionar de recurso alguno contra la resolución la 
ordena, además las partes no podrán intervenir en la actuación de dicha medida en 
57 
 
que el tribunal expresamente así lo disponga.  Asimismo es el deber de las partes 
que puedan presentar toda la carga de la prueba que crean necesaria para la 
verificación de los hechos en controversia, si no ocurriese lo mencionado, el tribunal 
en cualquier momento, ordenará este tipo de prueba, sin la necesidad que así lo 
decrete y procederá a dictar sentencia.  
 Sin lugar duda en esta legislación no se toma en consideración la actuación 
de las partes porque el juez tiene un poder amplio sobre las pruebas es más no 
tiene límites, sin perjuicio de que al ordenar la prueba para mejor proveer no es 
necesario emitir el decreto de porque la ordena o sobre cuál de las prueba se va 
actuar, simplemente se ciñe a realizarlo sin el aviso a las partes ni objeción, sólo 
pronuncia su sentencia al tener la convicción sobre los hechos en coyuntura. 
 
4.9. A modo de conclusión 
 De la legislación comparada que se ha desarrollado en este sub – capítulo, 
se puede inferir que de todas las legislaciones citadas han regulado los deberes y 
poderes del juez de una manera muy genérica, trayendo como  resultado una 
posible extralimitación en cuanto a su facultad que tiene como juzgador dentro del 
proceso.  
También se ha señalado que en los casos de Argentina, Uruguay, Colombia 
y Costa Rica, las medidas para mejor proveer pueden ser ordenada por jueces de 
primera y segunda instancia.  
En cuanto a la legislación Colombiana respecta, autoriza al juez a ordenar la 
medida de mejor proveer cuan sea necesaria y que se realice antes de dar el fallo. 
Una de las legislaciones que deja algunos vacíos para su sistema procesal a mi 
parecer es la de Costa Rica, toda vez que cuando el juez ordene la prueba para 
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mejor proveer las partes no pueden bajo ningún fundamento accionar un recurso 
cuando no haya una disconformidad de su parte, además dicha prueba se puede 
ordenar sin que se decrete mediante una resolución; lo único que importa es 
encontrar la verdad de los hechos controvertidos pero ello debe realizarse sin 
perjuicio de la legítima defensa que tiene la parte cuando no estuviese de acuerdo 
con lo actuado. 
En la legislación Argentina, se autoriza a los jueces y tribunales para ordenar 
la prueba de oficio, ello en razón de generar la convicción de las postulaciones 
hechas por las partes y poder legar así a una decisión justa. 
Por último en cuanto a la legislación de España, toma en consideración al rol 
importantísimo que cumple las partes dentro del proceso, porque tal como lo 
establece la Ley de Enjuiciamiento Civil del país en mención, al no generar 
convicción en el juez sobre los hechos controvertido, este les va a dar la opción de 
ampliar o modificar la prueba que han presentado para que de esta manera se 
tenga una decisión justa sin quebrantar la imparcialidad que tiene como juzgador, 
en virtud que informa a ambas partes de los errores en los que posiblemente 
pudieron caer; si no lo tomasen en cuenta las partes después del aviso, el juez 









Sub Capítulo V: APLICACIÓN DE LA PRUEBA DE OFICIO EN EL PROCESO 
CIVIL 
5.1. Los principios que rigen la prueba de oficio dentro del proceso civil 
 5.1.1. El principio de Socialización del Proceso 
  Se encuentra regulado en el artículo VI del Título Preliminar del 
Código Procesal Civil, el cual establece que el Juez debe evitar que la desigualdad 
entre las personas por razones de sexo, raza, religión, idioma o condición social, 
política o económica, afecte el desarrollo o resultado del proceso. Esto quiere decir 
que la actuación del Juez debe ser imparcial respetando a las postulaciones de 
cada una de las partes. 
  Según Monroy (1996) este principio es de suma importancia ya que 
con ello se obliga al juez que agudice su criterio reflexivo para que pueda existir 
una congruencia entre el derecho y la realidad. 
 
 5.1.2. El principio de dirección e impulso del proceso 
  Se encuentra regulado en el artículo II del Título Preliminar del Código 
Procesal Civil, donde establece que la dirección del proceso está a cargo del Juez, 
quien la ejerce de acuerdo a lo dispuesto en el Código en mención. El Juez debe 
impulsar el proceso por sí mismo, siendo responsable de cualquier demora 
ocasionada por su negligencia. Están exceptuados del impulso de oficio los casos 
expresamente señalados en el Código Procesal Civil. 
  Según Rioja (2009) refiere que en el artículo en mención se distinguen 
dos principios dentro de uno solo. El principio de Dirección, también denominado 
Principio de Autoridad, por el cual delimita los excesos que pueda generar el 
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principio dispositivo. Y el principio de Impulso Procesal por parte del Juez como 
director del proceso. 
 
 5.1.3. El principio de imparcialidad de los órganos jurisdiccionales 
  Según Monroy (1996) refiere que la palabra imparcialidad se origina 
en el vocablo impartial que significa que no es de parte. En virtud a ello,  para 
determinar la exigencia de que el órgano jurisdiccional esté desafectado respecto 
a la actividad que genere el conflicto de intereses, y también de cualquier relación 
con las partes. Es más que evidente que el juez no puede ser parte en el proceso 
en donde se encuentra como director del mismo es decir el juzgador no puede ser 
juez y parte a la vez, en el proceso que  va a resolver. Sin embargo, la imparcialidad, 
es también aplicar un deber a todos los que participan en la actividad judicial, 
compromiso que alcanza a las partes procesales en el conflicto contenido en el 
proceso judicial. Es jurídicamente punible que alguien intente vulnerar  la 
imparcialidad del órgano jurisdiccional, sea con propuestas irregulares o de 
cualquier otra forma. Si un órgano jurisdiccional incurre en el quebrantamiento de 
la imparcialidad dentro del proceso, la parte puede pedir que el proceso se designe 
a otro órgano jurisdiccional de su misma competencia para poder tramitarlo de 
manera correcta. 
 
 5.1.4. El principio de contradicción 
  También se le conoce como el principio de bilateralidad, es que, 
consiste en que todos los actos del proceso deben desarrollarse con el 
conocimiento a las partes involucradas en el conflicto, es decir toda aquella 
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información de manera previa y oportuna debe ser de conocimiento a la parte 
contraria, tal como lo indica Monroy (1996).  
En conclusión este principio significa que un proceso solo será válido 
desde su inicio, en cuanto el demandado sea emplazado correctamente y se le 
otorgue el tiempo que la ley establece para que conteste la demanda, pruebe, actúe 
algún recurso impugnatorio y  alegue al igual que el demandante, durante el tiempo 
que dure el proceso; es decir ambas partes tiene los mismo derechos siempre que 
se encuentren informados de todo lo que acontece en torno al proceso en el que 
se encuentran. 
   
 5.1.5. El principio de motivación de las resoluciones judiciales 
  En nuestro país, este principio lo regula la Constitución política de 
1993, que establece la exigencia para los órganos jurisdiccionales en cuanto a las 
resoluciones que emiten ante cualquier pronunciamiento que realicen, en el caso 
de la prueba de oficio deben cumplir con la debida motivación; que no es otra cosa 
que la argumentación o los fundamentos de porque el juez esta ordenándola. 
  Según Devis, citado por Monroy (1996) refiere que para evitar 
arbitrariedades por parte de los jueces, estos deben explicar las razones o los 
motivos de su actuación; y esta decisión o actuación debe tener la lógica pertinente 
al proceso. 
 5.1.6. El principio de preclusión 
  Según Monroy (1996) indica que el sistema vigente en nuestro país, 
en un proceso judicial podemos encontrar cinco etapas. La primera llamada 
postulatoria, que es aquella en donde las partes presentan sus pretensiones a 
través de su demando y accediendo a la tutela jurisdiccional efectiva con la que 
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cuenta toda persona según la Constitución política del Estado; una segunda, 
denominada probatoria, en esta parte del proceso las partes sustenta con pruebas 
las afirmaciones que hayan consignado en sus pretensiones; una tercera  etapa 
llamada decisoria, en donde el juez toma una decisión respecto al caso en concreto 
emitiendo un sentencia en donde fundamente el porqué de su decisión sobre los 
hechos controvertidos; una cuarta llamada impugnatoria, en esta etapa es donde 
las partes pueden accionar un recurso impugnatorio contra la decisión que haya 
tomado el juez y no se encuentran conformes, y finalmente la etapa ejecutoria, es 
en donde la decisión que tomo el juez se le informa a las partes y estas no 
interponen recurso alguno dentro del plazo de ley, la sentencia se convierte en 
consentida por las partes y definitiva, por ende pasa a la ejecución de la misma. Es 
por ello que este principio exige que se cumpla de los actos procesales de acuerdo 
a las etapas procesales que corresponde en un proceso, siguiendo así un orden 
dentro del mismo para no caer en la afectación a alguna de las partes. Se advierte 
que de no realizarse alguna de las etapas que corresponde puede llevar consigo a 
la ineficacia del proceso. 
 
 5.1.7. El principio del impulso oficioso 
  El principio de impulso oficioso, consiste en la facultad que tiene el 
juez para la conducción de un proceso y hacer uso de su autonomía cuando lo crea 
necesario, es por ello que razón de la facultad antes mencionada que tiene el juez, 
ordena la prueba de oficio con el fin de llegar a la verdad de los hechos en 
controversia; asimismo esta facultad de la que goza el juez debe realizarse de 
manera equilibrada sin caer en  el quebrantamiento de alguno de sus principios o 
a la vulneración de algún derecho de la parte. Un punto importante es que en un 
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sistema privatístico el impulso oficio se realiza pensando en solo en el fin del 
proceso sin dejar que las partes vean si fue pertinente o ni actuarla, tal y como 
refiere Monroy (1996). 
 
5.2. La prueba de oficio e imparcialidad del juez ante el proceso 
Según Martínez (2010)  indica que la prueba tiene por finalidad generar 
convicción en el juez sobre el  proceso. Partiendo de la premisa anterior el juez al 
actuar una prueba de oficio, debe hacerla sin perder su imparcialidad es decir, 
dentro del proceso lo que se busca en un equilibrio de justicia en las partes, en 
consecuencia al ordenar las pruebas correspondientes sin sustituir a las partes y 
eliminar los interese subjetivos; asimismo respetando los límites que la norma le 
determina para que su actuación sea idónea dentro del Estado social de derecho 
en el que nos encontramos. 
 Si bien es cierto el juez tiene la facultad de actuar cuanta prueba sea 
necesaria para llegar a la verdad del proceso, pero si al momento de tomar la 
decisión el juez la fundamenta sobre una prueba de oficio que no fue citada por las 
partes, ni informada para que se cumpla con el principio de contradicción; resultaría 
una decisión parcial, toda vez que la razón se incline a una de las partes. Es por 
ello que resulta indispensable el cuidado que el juzgador debe tener para la 
actuación de las prueba de oficio, puesto que no debe quebrantar su imparcialidad 





5.3. Características para la aplicación de la prueba de oficio en el proceso 
civil 
 5.3.1. Motivación 
  Según Pérez (2015) refiere que el juez debe tener una debida 
motivación es decir fundamentar las razones por las cuales hace uso de su potestad 
y así poder actuar la prueba de oficio, siempre que la actuación de la misma se 
aplique ante la  insuficiencia de llegar a certeza de un hecho y los demás medios 
probatorios no son suficientes para creer la convicción que requiere el juez. 
 
 5.3.2. Doble instancia 
  Esta doble instancia lo que busca que si el juez actuó la prueba de 
oficio alguien debe  encargarse de velar porque se cumple la debida motivación 
garantizando los derechos de las partes; es por ello que a doble instancia sirve para 
controlar al juez sobre su actuar, tal y como lo refiere Pérez (2015). 
 
 5.3.3. Defensa 
  Si se actúa la prueba de oficio en un proceso determinado, esta 
actuación que es ejercida por el juez debe ser comunicada a las partes para que 
puedan tener conocimiento de ello y si lo creen necesario hacer uso de su 
contradicción de parte ejerciendo de esta manera su derecho para efectivizar un 
debido proceso, tal y como refiere Pérez (2015). 
 
5.4. La ley N° 30293 y las pruebas de oficio en el proceso civil 
 Según Pérez (2015), refiere que nuestro Código Procesal Civil en su versión 
primigenia con respecto a la Prueba de Oficio, no se valoró todos los aspectos que 
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se  debieron tratar por ende habían dejado la posibilidad de que el juez abuse de 
su potestad aportando medios probatorios fundamentándose en su investidura y 
trayendo consigo la vulneración de las garantías constituciones. Otro punto 
resaltante de la versión antigua del artículo que establecía dicha prueba era que al 
momento de que el juez incorporara al proceso una prueba de oficio la actuaba sin 
previa motivación, ya que su decisión era inimpugnable, por tanto si es que no 
emitía una resolución  que no estaba motivada para la actuación de la prueba en 
mención nadie podía acudir para denunciar dicho vicio.  
 Al  ver los cambios que la sociedad tenía para ir a la vanguardia junto con 
ella, el congreso publicó el 28 de diciembre del año 2014 en el Diario Oficial “El 
Peruano” la Ley N° 30293 bajo el título de “Ley que modifica diversos artículos del 
Código Procesal Civil a fin de promover la modernidad y la celeridad procesal”. Tal 
como se señaló en la Primera Disposición Complementaria, la ley antes acotada 
entraría en vigencia a los 30 día hábiles de publicada en el  Diario Oficial “El 
Peruano”, es decir entró en vigencia el 10 de febrero del año 2015. Dentro de esta 
Ley se encuentra la modificatoria al artículo 194 del Código Procesal Civil, que 
establece la Prueba de Oficio.  
 Ahora bien según Hurtado (2015) indica que la modificatoria se puede 
analizar de la siguiente manera: 
 En primer lugar, en cuanto a la excepcionalidad de la prueba de oficio; es el 
límite que la norma impone dentro del proceso, en virtud que la prueba de oficio no 
debe usarse siempre en todos los procesos como al genérico, muy por el contrario 
solo debe actuar en caso especiales, en este sentido el juez  debe accionar este 
tipo de prueba de manera prudente. 
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 En segundo lugar, la prueba de oficio funciona cuando hay insuficiencia 
probatoria, esto quiere decir que las pruebas presentadas por las partes no son 
suficientes para creer convicción en el juez sobre los hechos controvertidos, es por 
ello que se complementa con la excepcionalidad que tiene. 
 Como tercer punto, la prueba debe ser citada por las partes, es decir pone 
un límite al juez para el uso de la prueba de oficio afirmando que la actividad 
probatoria no se trata de una actividad arbitraria ni puramente discrecional, sino 
que el juez deberá de cuidar de no reemplazar a las partes en el proceso, toda vez, 
que su función es la directora no la de parte. 
 En cuarto lugar, debe asegurar la contradicción, ya que con la actuación de 
la prueba de oficio, se debe dar la posibilidad que las partes puedan ejercer su 
defensa, esto en función a la realización de debido proceso. 
 Por último pero no menos importante la prueba de oficio en segundo grado, 
el artículo 194 del CPC autoriza a los órganos judiciales de grado a realizar 
actividad probatoria de forma oficiosa, situación ya se venía realizando por lo 
menos en las salas superiores de la Corte de Lima, aun sin la existencia de una 
disposición autoritativa que lo permitiera, Ahora bien, la posibilidad de que el juez 
en segunda instancia tenga competencia para que ante él se presente un recurso 
en contra de la sentencia que emitió el juez de primera instancia y quizá no a una 
de las partes no está conforme con lo que se resolvió, es por ello que se debe 
recurso a un recurso impugnatorio y terne una debida motivación de porque se 
presenta el recurso. Además el artículo modificado que la sentencia en donde se 









Modificatoria – Ley N° 30293 
 
Pruebas de oficio.- 
Artículo  194 del Código Procesal 
Civil.- Regulaba que cuando los medios 
probatorios ofrecidos por las partes 
sean insuficientes para formar 
convicción, el Juez deberá 
ordenarla, esta decisión de 
accionar dicha prueba es una 
decisión motivada e inimpugnable, 
toda vez que el juez por la misma 
envestidura que tiene puede ordenar 
las pruebas que crea pertinente. 
Adicionalmente de manera 
excepcionalmente, el Juez puede 
ordenar la comparecencia de un 
menor de edad con discernimiento, es 
decir saber distinguir entre lo bueno y 




Pruebas de oficio.- 
Artículo 194 del Código Procesal 
Civil.- Establece que de manera se 
puede actuar de manera excepcional, 
cuando los medios ofrecidos por las 
partes en el proceso sean 
insuficientes para generar convicción 
de los hechos controvertido, tanto los 
jueces de primera como de segunda 
instancia pueden actuarla, ordenará la 
actuación de los medios probatorios 
adicionales y pertinentes que 
considere necesarios para formar 
convicción y resolver el conflicto, 
siempre que la fuente de prueba haya 
sido citada por las partes en el 
proceso. En esta actuación el juez 
como director del proceso cuidará de 
no reemplazar a las partes en su 
carga probatoria, es decir es un deber 
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que debe tomar en consideración el 
juez al ejecutar accionar dicha prueba. 
La resolución que ordena las pruebas 
de oficio debe estar debidamente 
motivada, bajo sanción de nulidad, 
siendo esta resolución inimpugnable, 
siempre que se ajuste a los límites 
establecidos en este artículo. Se 
ordena que por ninguna consideración 
la sentencia en donde se ha 
accionado la prueba de oficio debe ser 
anulada. 
El Juez puede ordenar de manera 
excepcional la comparecencia de un 
menor de edad con discernimiento a 
la audiencia de pruebas o a una 
especial. 




5.5. La inimpugnabilidad e impugnabilidad de la decisión 
 5.5.1. Diferencia entre inimpugnabilidad e impugnabilidad 
  Según Ossorio (2006) refiere que la inimpugnabilidad se da cuándo 
no se puede hacer uso de ningún recurso impugnatorio, es decir no se puede 
impugnar. 
  Según Ossorio (2006) indica que es la impugnabilidad, refutación y 
contradicción que se realiza contra los actos o escritos de la parte contraria, jueces, 
en el caso del juzgador se puede impugnar cuando las resoluciones judiciales son 
firmes y contra las que sí se puede accionar un recurso impugnatorio. 
 5.5.2. El derecho a la impugnación como garantía procesal 
  Obando (2010) refiere que en el derecho un debido proceso supone 
la disciplina rigurosa por todos los que intervienen en un proceso el decir tanto para 
los litigantes que son las partes como para los órganos jurisdiccionales, ello dentro 
del marco legal. 
La tutela jurisdiccional efectiva de la cual goza toda persona, te 
permite accionar tu derecho cuando se presente un conflicto y para resolución del 
mismo recurres al órgano jurisdiccional pertinente efectivice tu derecho 
constitucional. 
Nuestro sistema procesal se basa en sistema dispositivo, partiendo 
de esa premisa se puede inferir que el derecho de toda persona cuando se 
encuentre en desacuerdo o se percate que el juez no justificó su decisión, puede 
optar por hacer valer su derecho de impugnar dicha decisión. Ahora bien si la 
impugnación está amparada en la constitución, porque en una norma de rango 
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inferior se consigna la inimpugnabilidad o no impugnación, he allí el problema que 
genera porque las normas como se sabe tiene un equilibrio porque una no puede 
contravenir a la otra. Además hasta la Corte Interamericana de los Derechos 
Humanos reconoce a la impugnación como un derecho que tiene todo persona en 
razón de disconformidad con la decisión que obtenga de un conflicto. 
 5.5.3. La impugnabilidad de la decisión 
Según Hurtado (2015) refiere que el artículo 194 del CPC en su texto 
originario señalaba de forma taxativa que la decisión del juez que incorporaba 
medio de prueba de oficio en decisión motivada e inimpugnable. En el texto actual 
del artículo en mención, según mi punto de vista, la resolución que ordena prueba 
de oficio, no es necesariamente inimpugnable. Considero más bien que sí puede 
ser impugnada, por lo cual, me atrevo a proponer que se trata de una impugnación 
condicionada. Existe dentro del artículo en el párrafo segundo que la resolución 
será inimpugnable únicamente cuando la decisión se ciña a los límites establecidos 
por el artículo, pero no especifica cuáles son. Pero, esta situación presenta un 
problema, ya que corresponderá al juez de mérito considerar la procedencia de la 
apelación, dependerá únicamente del juez que dictó la prueba de oficio conceder o 
no la apelación. Si no se repara en la existencia de una impugnación condicionada 
posiblemente el juez declare improcedente la apelación, con lo cual se abre 
nuevamente la posibilidad que sea el órgano jurisdiccional que conozca la queja de 
derecho fije posición sobre la procedencia o no de la apelación. La conclusión a la 
que arribo respecto de la impugnación condicionada se sustenta en el contenido 
del mismo enunciado normativo cuando señala que la resolución que ordena las 
pruebas de oficio debe estar debidamente motivada, bajo sanción de nulidad, 
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siendo esta resolución inimpugnable, siempre que se ajuste a los límites 
establecidos en este artículo. Entonces, existe la posibilidad de la apelación 
depende del cumplimiento o no de las exigencias establecidas en el artículo 194 
del CPC, Asimismo de acuerdo a la impugnación que es un derecho constitucional 
se debe hacer valer cuando la prueba de oficio no cumplan con los límites que si 
bien es cierto no se ha especificado ni tampoco se ha manifestado de manera 





CAPITULO III: MARCO METODOLÒGICO 
3.1. Tipo y Diseño de la  investigación 
3.1.1. Tipo de investigación  
El presente estudio es de tipo exploratorio, descriptivo y propositivo.  
Es exploratorio, porque esta investigación aún no ha sido estudiada por 
otros investigadores, asimismo permitió a la autora involucrarse con el tema, 
a medida que obtenía información normativa y académica con respecto a la 
aplicación en torno a la modificatoria de la prueba de oficio y la 
inimpugnabilidad de la resolución que la ordena. 
También es descriptivo, porque a través del análisis desarrollado 
acerca de la aplicación de la prueba de oficio en el Segundo Juzgado de Paz 
Letrado de Familia de Chiclayo, se percibió que no se accionado la 
impugnación en contra de la resolución que la ordenó, toda vez que no se 
encuentra especificados los requisitos o límites que se tiene para accionar 
dicho recurso. Asimismo la incongruencia de la inimpugnabilidad de la 
resolución mencionada líneas anteriores con respecto a la modificatoria de la 
prueba de oficio en el proceso civil.  
Por último, será propositivo porque la autora diseña una propuesta 
legislativa orientada a la posibilidad de la impugnación de la decisión que 
ordena la prueba de oficio siempre que el juez  no cumpla con los requisitos o 
límites que se va a especificar de manera detallada. 
 
3.1.2. Diseño de investigación  
El diseño de la investigación es mixta, es decir es cualicuantitativo. Por 
el nivel de análisis de los casos con lo que cuenta la investigación y los 
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procedimientos teóricos para estructurar el contenido, además de los datos en 
porcentaje para determinar aplicación y consecuente viabilidad de la 
propuesta. 
 
3.2. Población  
Al ser un estudio con carácter descriptivo, la población está constituida por 
diez expedientes, en donde se ha ordenado prueba de oficio, emitidos por el 
Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo durante el periodo 2014-
2015, ello en mérito a la accesibilidad de la revisión de expedientes.  
 
3.3. Hipótesis 
 El accionar de la impugnación en la prueba de oficio ordenadas en el 
Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo, se debe realizar 
siguiendo los requisitos que exige los límites de la acción de dicho recurso. 
 
3.4. Operacionalización de variables 
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3.5. Métodos, técnicas e instrumentos de recolección de datos 
3.5.1. Métodos 
Tabla 3: Métodos de Investigación 
Método Justificación 
Analítico 
Permitirá analizar los expedientes en los que se ha ordenado 
prueba de oficio emitidos por el Segundo Juzgado de Paz Letrado 
de Familia de Chiclayo, donde se pueda accionar o no  la 
impugnación.  
Descriptivo 
Permitirá detallar los requisitos en los cuales se pueda 
fundamentar el accionar de la impugnación con referencia a la 
resolución que ordena la prueba de oficio en los expedientes 
emitidos por el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de 
Chiclayo. 
Fuente: Elaboración propia 
 
3.5.2. Técnicas 




Permitirá distinguir aquella información apreciable y de suma 
importancia para el desarrollo de la presente investigación. 
Gestión    
de la 
información  
Optimizará las referencias empleadas por la investigadora, a fin 





Permitirá valorar, distinguir y esquematizar la información 
recopilada, a través de un cauteloso análisis de sus conceptos y 
la problemática presentada en la investigación. 
Fuente: Elaboración propia 
 
3.5.3. Instrumentos 
Tabla 5: Instrumentos de recolección de datos 
Instrumento Justificación 
Fotocopias 
Permitirá reunir la información de referencias físicas (libros, 
expedientes, etc.) que sean partícipes de la investigación. 
Carpetas de 
archivos 
Permitirá recolectar la información de referencias electrónicas 
(artículos científicos, ensayos, etc.) que sean relevantes para 
esta investigación. 
Fuente: Elaboración propia 
 
3.6. Procedimiento para la recolección de datos 
El procedimiento para la recolección de datos se ha estructurado con la 
revisión crítica de la información recopilada, todo en cuanto se ha seleccionado 
información importante de libros, revistas, artículos científicos, entre otros, los 
mismos que serán redactados concatenada y lógicamente en esta investigación. 
Asimismo, se hará un análisis de datos de los expedientes emitidos por el Segundo 
Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo, que serán materia de estudio para 
identificar los requisitos que son necesarios para accionar la impugnación sobre la 
resolución que ordenó la prueba de oficio en mención a su modificatoria. Y por 
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último, se interpretarán los resultados obtenidos del instrumento aplicado con el fin 
de determinar la solución del problema planteado. 
 
3.7. Análisis estadístico e interpretación de los datos 
 Se utilizó el programa Excel para el análisis de los datos estadísticos y la 
elaboración de los gráficos. Permitiendo el análisis de los resultados obtenidos. 
 
3.8. Criterios éticos 
Los criterios éticos, que he tomado en consideración para la elaboración de 
mi tesis son los siguientes: 
 a) La justicia: Consiste en el conjunto de valores morales sobre los cuáles 
se debe regir una sociedad es decir el Estado mismo; concerniente a la justicia se 
encuentran inmersos el respeto, la equidad, igualdad y libertad; generando un 
equilibrio en la sociedad en cumplimiento de las normas o en su defecto mejorarlas 
para no perder el sentido rector que es la justicia.  
 b) La confidencialidad: se refiere al anonimato en cuanto a la identidad de 
las personas participantes en el estudio, como la privacidad de la información en 
que se encuentran en los expedientes judiciales por ejemplo tal es el caso de esta 
investigación. En síntesis se busca proteger  a los participantes y evitar que aporte 
genere algún problema en las personas. 
 
3.9. Criterios de rigor científico 
 Los criterios éticos, que he tomado en consideración para la elaboración de 
mi tesis son los siguientes: 
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a)  Transferibilidad o aplicabilidad: consiste en trasladar los resultados        
obtenidos en la investigación a  otros contextos. Es decir que debemos 
tomar en consideración el objeto de estudio que debe estar relacionado 
con los hechos que se desarrollan y juntamente con ello los sujetos que 
son partícipes de la investigación; para poder obtener una descripción 
exacta de los antes mencionado. Asimismo ello permitirá las 
comparaciones y relaciones pertinentes sea el caso. 
b) Pertinencia y utilidad de las investigaciones: hace referencia de la 
pertinencia que tiene la investigación, toda vez que debe ser útil y 
oportuna. Es decir, el tema a investigar tiene que ser trascendental, 
asimismo el investigador debe argumentar por qué de su investigación 



















CAPÍTULO IV: ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LOS RESULTADOS 
 
4.1. Resultados en figuras 
 
 
Figura 4. Indicador: Cumplimiento  de la debida motivación  
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 80% de los 
expedientes si cumple la debida motivación que se debe tener para la 
actuación de la Prueba de Oficio. El 20% de los expedientes no cumple la 
















Figura 5. Indicador: Actuación de la Prueba de Oficio  
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 80% de los 
expedientes demuestra que la prueba de oficio si actuó sobre los medios 
probatorios de las partes. El 20% de los expedientes no demuestra que la 











Actuación de la Prueba de Oficio sobre los 















Figura 6. Indicador: Relación entre la Prueba de Oficio y a Decisión Judicial  
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 90% de los 
expedientes si existe relación entre la prueba de oficio y la justificación de la 
decisión judicial. El 10% de los expedientes no existe relación entre la prueba 

















Figura 7. Indicador: Cumplimiento de la naturaleza de la prueba de oficio  
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 50% de los 
expedientes si cumple con la naturaleza de la prueba de oficio. El 50% de los 


















Figura 8. Indicador: Conocer sobre la impugnación existente  
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 100% de los 
expedientes no se impugno la resolución que ordenó la prueba de oficio. El 0% de 




















Figura 9. Indicador: Posibilidad de impugnar la resolución que ordenó a prueba de oficio  
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 60% de los 
expedientes si se podría impugnar la resolución que ordenó la prueba de oficio. El 



















Figura 10. Indicador: La taxatividad del artículo para accionar el recurso impugnatorio 
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 100% de los 
expedientes no se encuentra de manera taxativa para ser posible el accionar del 




















Figura 11. Indicador: Posibilidad de impugnar la resolución que ordenó a prueba de oficio  
Fuente: Listado de Cotejo elaborado por la investigadora 
 
Interpretación: De la presente figura se puede apreciar que el 100% de los 



















4.2. Discusión de los resultados 
 1) Expediente 2740 – 2014 
Este proceso es en materia de fijación de pensión alimenticia, el demandado al 
momento de realizarle las preguntas contenidas en el pliego interrogatorio señala 
que si ha deposito en el banco una determinada cantidad de dinero pero que no 
recordaba cuanto es el momento total de lo que había depositado hasta el 
momento, asimismo confirma que no ha sido constante en los depósitos que dice 
haber realizado. Mediante resolución N° Seis se ordena actuar de oficio la 
Declaración Jurada de Ingresos del demandado para determinar las posibilidades 
que tiene; en el considerando primero prevé la inimpugnabilidad que tiene la 
decisión. Luego  de ello en la sentencia se declara fundada en parte pero el 
demandado apela a dicha sentencia con el fin de que en una segunda instancia 
puedan actuar de oficio un Informe que el Banco pueda emitir; y fue así que en el 
superior jerárquico actuó de oficio y ordeno al juzgado de origen que se tome en 
consideración los depósitos que el demandado había realizado. 
En síntesis se puede deducir que se ha producido una dilatación en el proceso, así 
como también la falta de especificación de los límites que tiene la inimpugnabilidad 
de la resolución y por estar condicionada a la no acción contra la misma es que el 
demandado no acciono ningún recurso impugnatorio pertinente. 
 
2) Expediente 2799 – 2014 
 Este proceso es en materia de fijación de pensión alimenticia; la demandante 
Jackeline Castañeda Requejo demandó a José Ángelo Huacchillo Nuñez, pese a 
estar debidamente notificado el demandado no concurrió a la audiencia única de 
fecha 19 de enero del 2015, en mérito a su condición de rebelde y ordenándosele 
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de oficio según resolución N° Seis practicársele la prueba pericial de ADN entre las 
partes procesales y el menor por quien se solicita la pensión alimentista. Llegado 
el momento de sentenciar  el demando seguía en su condición de rebelde por ende 
no se había llevado acabo la pericia que se ordenó de oficio y el juez resolvió 
fijándole un pensión alimenticia para el menor. 
En síntesis al ordenar prueba de oficio en la resolución Seis solo menciona decisión 
inimpugnable pero en ningún momento se especifica los límites que debe tomarse 
en cuenta para dicha inimpugnabilidad.  
 
3) Expediente 4074 – 2014 
Este proceso es en materia de fijación de pensión alimenticia, la demandante 
demandó al padre de su menor hijo con el fin de que se le fije una pensión de 
alimentos equivalente al  monto de S/ 1000.00 soles. Luego de contestada la 
demanda se fija audiencia única a la cual el demandado no concurrió a pesar de 
estar debidamente notificado; en la audiencia se emite la resolución N° Cinco  
donde se ordena actuar de oficio al documento presentado por la parte demandante 
, dicha decisión es inimpugnable. Luego de ello se emite la sentencia en la cual se 
resuelve declara fundada en parte la demanda de fijación de pensión de alimentos, 
toda vez que en este caso no se puede fijar un pensión a la suma que pide la 
demandante, toda vez que el demandado no tiene la posibilidad económica de 
poder pasar el monto que pide la demandada asimismo generaría un riesgo en su 
solvencia económica. 
En síntesis en este expediente se vuelve a  ordenar la prueba de oficio pero solo 
hace referencia que es una decisión inimpugnable sin especificar los límites que 
tiene dicha inimpugnabilidad y si habría la posibilidad de accionar un recurso 
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impugnatorio contra la referida resolución. Además no indica sobre cual medio de 
prueba se va actuar la prueba de oficio solamente dice que es sobre la documental 
presentada por la parte demandada. 
 
4) Expediente 199 – 2015 
Este proceso es en materia de exoneración de pensión alimenticia, el demandante 
demanda a su hija para que lo exoneren de la pensión alimenticia que se dispuso 
por mandato judicial, ello en mérito a que las necesidades que tenía la demandada 
habrían desaparecido y que la mencionada parte se encontraba laborando en una 
institución educativa. Se cita audiencia única a las partes al contestar el pliego 
interrogatorio la demandada manifiesta que si bien es bachiller aún no puede 
obtener su título y a la vez se encuentra realizando estudios de diplomado; lo cual 
le imposibilita de trabajar toda vez que para ejercer su carrera debe contar con su 
título; asimismo señalo que en la institución educativa a la que se refiere el 
demandado está aplicando su tesis sin recibir ningún tipo de remuneración. Ante 
ello el juez emite la resolución N° Cinco donde se ordena actuar de oficio el Informe 
que deberá remitir la institución educativa, respecto a si la demandada viene 
laborando en dicha casa de estudios y si fuera el caso cual es la remuneración que 
percibe por ello. En la sentencia se declara fundada la demanda y se ordena la 
exoneración de pensión alimenticia al demandante. Luego de ello la demandada 
impugnó la sentencia ante el superior jerárquico el mismo que le dio la razón toda 
vez que ella no recibía ningún monto remunerativo por aplicar su tesis en la 




En síntesis al ordenar la prueba de oficio solo se refiere que es una decisión 
inimpugnable sin especificar los límites que tiene dicha inimpugnabilidad y si cabría 
la posibilidad de accionar un recurso impugnatorio, generando así la dilatación en 
el proceso a causa de no ejercer este derecho constitucional. 
 
5) Expediente 1243 – 2015 
Este proceso es en materia de exoneración de pensión alimenticia, el demandante 
demanda a su hijo para que lo exoneren de la pensión alimenticia que se dispuso 
por mandato judicial, ello en mérito a que las necesidades que tenía el demandado 
habrían desaparecido. En la audiencia única se emitió la resolución N° Seis donde 
se ordena actuar de oficio las documentales de constancia de estudios y 
declaración jurada. Asimismo el juez solicita de oficio al Archivo Central para 
remisión del expediente N° 428 – 94, donde se encuentran las piezas procesales 
del proceso de alimentos; cabe mencionar que dicha prueba no se encuentra dentro 
de medios de prueba de ninguna de las partes. Después de remitido el informe por 
parte de la casa superior donde estudia el demandado, el juez en la sentencia 
manifiesta que el demandado no cumple con llevar estudios exitosos toda vez que  
tiene dentro de su ficha curricular varios cursos desaprobados, en consecuencia el 
juez resuelve exonerar al demandante de la pensión que se fijó para su hijo. 
En síntesis al ordenar la prueba de oficio solo se refiere que es una decisión 
inimpugnable sin especificar los límites que tiene dicha inimpugnabilidad y si cabría 






6) Expediente 1648 – 2015 
Este proceso es en materia de aumento de pensión alimenticia, la demandante pide 
el aumento de la pensión alimenticia en favor de su menor hijo, toda vez que las 
necesidades del menor han aumentado. Se cita a audiencia única a las partes pero 
el demandado no concurre a ella, en merito su condición de rebeldía. Asimismo se 
ordena en la resolución N° Cinco que se actúe de oficio la declaración jurada de 
ingresos y salida del paciente que en este caso fue el demandado que obraba en 
el expediente; dicha decisión es inimpugnable. Después en la sentencia se declara 
fundada en parte la demanda, toda vez que el demando puede acudir con la nueva 
pensión fijada. 
En síntesis al ordenar la prueba de oficio solo se refiere que es una decisión 
inimpugnable sin especificar los límites que tiene dicha inimpugnabilidad y si cabría 
la posibilidad de accionar un recurso impugnatorio. 
 
7) Expediente 2056 – 2015 
Este proceso es en materia de fijación de pensión alimenticia, la demandante 
demandó al padre de su menor hija para que se fije una pensión de alimentos 
equivalente a un 60% del haber de la remuneración del demandado, El demandado 
contesto la demanda sustentando que el porcentaje que pedía la demandante 
afectaba sus posibilidades económicas, en tal sentido se llevó a cabo la audiencia 
única, a la cual el demandado no concurrió, asimismo se emitió una resolución N° 
Tres en donde se ordena la actuar de oficio  un Informe al Gerente Regional de 
Lambayeque, para que de esta manera se constate si el demandado en el área de 
servicio de Medicina Física y Rehabilitación de manera dependiente o 
independiente, y cuanto es el haber mensual que percibe por dicho concepto; todo 
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ello en decisión inimpugnable. Luego en la sentencia se resuelve declarar fundada 
en parte la demanda toda vez que el porcentaje que se fije no debe afectar su 
solvencia económica. 
En síntesis al ordenar la prueba de oficio solo se refiere que es una decisión 
inimpugnable sin especificar los límites que tiene dicha inimpugnabilidad y si habría 
la posibilidad de accionar un recurso impugnatorio contra la referida resolución. 
 
8) Expediente 2587 – 2015 
Este proceso es en materia de fijación de pensión alimenticia, la demandante 
demandó al padre de su menor hijo con el fin de que se le fije una pensión de 
alimentos equivalente al 60% del haber que percibe el demandado. Luego de 
contestada la demanda se fija audiencia única a la cual el demandado no concurrió 
a pesar de estar debidamente notificado; en la audiencia se emite la resolución N° 
Cinco  donde se ordena actuar de oficio la copia de DNI del demandado y la partida 
de nacimiento del menor, dicha decisión es inimpugnable. Luego de ello se emite 
la sentencia en la cual se resuelve declara fundada en parte la demanda de fijación 
de pensión de alimentos, toda vez que no se le puede fijar un pensión equivalente 
al 60% porque el demandado tiene otros deberes familiares que cumplir. 
En síntesis en este expediente se vuelve a  ordenar la prueba de oficio pero solo 
hace referencia que es una decisión inimpugnable sin especificar los límites que 
tiene dicha inimpugnabilidad y si habría la posibilidad de accionar un recurso 






9) Expediente 2574 – 2015 
Este proceso es en materia de fijación de pensión alimenticia, la demandante 
demandó al padre de su menor hijo con el fin de que se le fije una pensión de 
alimentos equivalente al 60% del haber que percibe el demandado. Luego de 
contestada la demanda se fija audiencia única a la cual el demandado no concurrió 
a pesar de estar debidamente notificado; en la audiencia se emite la resolución N° 
Cuatro  donde se ordena actuar de oficio Informe que deberá remitir el 
administrador dela compañía ODEBRECH, dicha decisión es inimpugnable. Luego 
de ello se emite la sentencia en la cual se resuelve declara fundada en parte la 
demanda de fijación de pensión de alimentos, toda vez que en este caso no se 
puede fijar un pensión equivalente al 60%  porque el demandado según el informe 
remitido ya no labora en dicha compañía y ahora la actividad que realiza es de 
mototaxista, por lo cual se fijó una pensión en un monto determinado. 
En síntesis en este expediente se vuelve a  ordenar la prueba de oficio pero solo 
hace referencia que es una decisión inimpugnable sin especificar los límites que 
tiene dicha inimpugnabilidad y si habría la posibilidad de accionar un recurso 
impugnatorio contra la referida resolución. 
 
10) Expediente 4995 – 2015 
Este proceso es en materia de fijación de pensión alimenticia, la demandante 
demandó al padre de su menor hijo con el fin de que se le fije una pensión de 
alimentos equivalente a S/ 1 500 soles. Luego de contestada la demanda se fija 
audiencia única a la cual el demandado no concurrió a pesar de estar debidamente 
notificado; en la audiencia se emite la resolución N° Cinco donde se ordena actuar 
de oficio Informe que deberá remitir Service Pro sobre la relación laboral que tiene 
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del demandado y los ingresos mensuales que percibe de ello, dicha decisión es 
inimpugnable. Luego de ello se emite la sentencia en la cual se resuelve declara 
fundada en parte la demanda de fijación de pensión de alimentos, toda vez que en 
este caso no se puede fijar un pensión equivalente al  monto que se solicitó toda 
vez que ambos padres tienen el deber de cumplir con sus obligaciones alimenticias, 
por lo cual se fijó una pensión en un monto determinado. 
En síntesis en este expediente se vuelve a  ordenar la prueba de oficio pero solo 
hace referencia que es una decisión inimpugnable sin especificar los límites que 
tiene dicha inimpugnabilidad y si habría la posibilidad de accionar un recurso 
impugnatorio contra la referida resolución. 
De acuerdo a los resultados estadísticos obtenido de la aplicación del instrumento 
de investigación de los expedientes del Segundo Juzgado de Paz Letrado de 
Chiclayo durante el período 2014 – 2015  se obtiene que un 80% de los expedientes 
cumplen con la debida motivación, tal y como lo refiere Martel (2015) que toda 
resolución que ordene la prueba de oficio debe estar debidamente motivada. 
Asimismo también un 80% de los expedientes indica que la actuación de la prueba 
de oficio se da sobre los medios probatorios que las partes presentan. 
El 100% de los expedientes no hace referencia a los  límites que debe tener la 
inimpugnabilidad, trayendo consigo el vacío que tiene en esta parte el artículo 194 
del Código Procesal Civil. Además por no consignar de manera taxativa el accionar 
de un recurso impugnatorio contra la resolución que ordenó la prueba de oficio, no 
se actúa dicho derecho constitucional y eso se ve reflejado que en todos los 
expedientes, en virtud a que no cabe la posibilidad de la impugnación porque se 




   
CAPITULO V: PROPUESTA DE INVESTIGACIÓN 
 
PROYECTO DE LEY 
 
PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EN PARTE EL ARTÍCUL194° DEL 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL PERUANO 
 
I. EXPOSICION DE MOTIVOS.  
El presente proyecto legislativo tiene como finalidad modificar en parte el 
artículo 194° del Código Procesal Civil peruano en el segundo párrafo con 
respecto a la resolución que ordena la prueba de oficio es inimpugnable 
siempre que se ajuste a los limites establecido en el referido artículo.  
 
II. FORMULA LEGAL. 
Artículo 1°.- objeto de la Ley.- 
La presente Ley tiene por objeto modificar en parte lo dispuesto en el artículo 
N° 194 del Código Procesal Civil peruano con respecto al segundo párrafo, el 
mismo que será redactado de la siguiente forma: 
Artículo 2°.- de las modificaciones.- 
Modifíquese en parte el artículo 194 del Código Procesal Civil peruano en el 
segundo párrafo que establece que la resolución que ordena la prueba de oficio 







Artículo 194. – Prueba de Oficio. 
Para efectos de la modificatoria en parte con respecto al segundo párrafo del 
presente artículo, es necesario que la inimpugnabilidad se deba precisar con 
respecto a los limites; es decir especificados de la siguiente maneras: el respeto 
por el derecho a la contradicción, que el juez no haya reemplazado a las partes 
en la carga de la prueba, cuando haya insuficiencia en los medios de prueba 
presentada por las partes, debida motivación.  
 
Además que se debe plasmar de manera taxativa la posibilidad de impugnar la 
resolución que ordenó la prueba de oficio sin condicionar. 
Disposición complementaria derogatoria  
Única.- quedan derogadas todas las disposiciones legales que se opongan a 
la presente Ley.  
 
III. EL ANÁLISIS Y JUSTIFICACIÓN SE EXPONEN A CONTINUACIÓN. 
 
Como se sabe con el transcurrir del tiempo una sociedad se encuentra en 
constantes cambios, es por ello que la normativa de nuestro país se modifica de 
acuerdo a las situaciones que se van creando, por ende  poder  regularlos y 
estar a la vanguardia con la junto con la sociedad evitando que la legislación se 
encuentre desfasada.  
 
Es a partir de ello que el congreso publicó el 28 de diciembre del año 2014 en 
el diario oficial “El Peruano”, la Ley N° 30293 bajo el título de “Ley que modifica 
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diversos artículo del Código Procesal Civil a fin de promover la modernidad y la 
celeridad procesal”; en dicha ley se modificó el artículo 194 del Código Procesal 
Civil pero en cuanto al segundo párrafo que establece lo siguiente: la resolución 
que ordena la prueba de oficio es inimpugnable siempre que se ajuste a los 
límites del artículo; pero he  allí las preguntas que resaltan: ¿Cuáles son esos 
límites de la inimpugnabilidad? ¿Es posible que se pueda accionar un recurso 
impugnatorio contra la resolución que ordenó prueba de oficio? 
 
En primer lugar al referirse de estos límites sin la especificación necesaria está 
trayendo consigo un vació, puesto que no se sabe a ciencia cuales son estos 
tipos de límites que refiere el artículo; por ejemplo el legislador lo puede 
entender pero si las partes tiene una interpretación distinta a la del juzgador no 
tendría certeza de ella y seguirán consintiendo la inimpugnabilidad. 
 
En segundo lugar de acuerdo lo establecido en el artículo 139 inciso 6  de la 
Constitución Política del Perú, donde se regula el derecho a la pluralidad de 
instancia que tiene toda parte dentro de un proceso, partiendo de esta premisa 
podría darse la posibilidad de impugnar la resolución que ordenó la prueba de 
oficio siempre que no se ajuste a los límites específicos y adheridos de manera 








IV. SITUACION ACTUAL DE LA MODFICATORIA 
 
Después de haber hecho un análisis general se puede incluir como modificatoria 
en parte del artículo 194 del Código Procesal Civil peruano respecto al segundo 
párrafo, contempla  la prueba de oficio que establece: 
Artículo 194. 
La resolución que ordena la prueba de oficio es inimpugnable siempre que se 
ajuste a los límites establecidos por el artículo. 
 
V. PROPUESTA DE LA MODIFICATORIA 
 
Artículo 194, segundo párrafo. 
La prueba de oficio debe ser regulada bajo los siguientes límites: el respeto por 
el derecho a la contradicción, que el juez no haya reemplazado a las partes en 
la carga de la prueba, debida motivación y cuando haya insuficiencia en los 
medios de prueba presentada por las partes. La resolución que ordena la prueba 
de oficio debe ser impugnable. 
 
VI. ANALISIS COSTO – BENEFICIO. 
 
El presente proyecto de Ley no irroga gasto alguno al Estado, si no por el 
contrario contribuirá a garantizar los derechos constitucionales que tiene toda 
parte dentro del proceso y dejar de lado la ambigüedad que genera la no 




VII. AFECTACION A LA LEGISLACION VIGENTE. 
 
La presente iniciativa legislativa modifica en parte  el artículo 194° del Código 
Procesal Civil peruano con respecto al segundo párrafo, teniendo como finalidad 
de que incluya en el mismo la especificación de los límites y fijar de manera 





CAPITULO VI: CONCLUSIONES 
 
1. Se puede concluir que la tutela jurisdiccional efectiva  es un derecho fundamental 
que tiene todo sujeto de derecho al momento de recurrir al órgano jurisdiccional con 
el fin de que pueda resolver sus conflictos. 
 
2. Se determinó que en el Segundo Juzgado de Paz Letrado de Familia de Chiclayo 
durante el periodo 2014 – 2015 se actuó la prueba de oficio de acuerdo a la 
modificatoria del artículo 194 del Código Procesal Civil generando nuevas reglas a 
tomar en cuenta por los jueces para ordenar la prueba de oficio. 
 
3. Se concluye que urge la necesidad de modificar en parte el artículo 194 del 
Código Procesal Civil con respecto al segundo párrafo que establece la 
inimpugnabilidad  de la resolución que ordenó la prueba de oficio. 
  
4. Se pude concluir que la decisión de actuar la prueba de oficio por el juez es 
impugnable, siempre que no cumpla con los límites que se ha especificado en la 
propuesta legislativa. 
 
5. Finalmente he llegado a la conclusión que la modificatoria en parte del artículo 
194 del Código Procesal Civil contribuiría a solucionar el problema de una posible 
vulneración al derecho constitucional de doble instancias que tiene toda parte 






CAPITULO VII: RECOMENDACIONES 
 
1.  Se recomienda tener en consideración que para promulgar o modificar una ley 
o artículo se debe procurar no caer en la ambigüedad del mismo, por ende 
evitando que genere vacío legales.  
 
2. Se debe tener en cuenta que para regular una situación que se genere en la 
sociedad no solo de debe enfocar en una sola materia específica sino por el 
contrario encontrar un equilibrio en tono a las normas legislativas que rige 
nuestro país. 
 
3. Es recomendable que el Juez ejerza sus facultades que el Estado le brinda, la 
ley los regula de manera correcta y adecuada para que puedan de esta manera 
llevar a cabo siempre un debido proceso; por consiguiente respetando los 
derechos fundamentales que todo sujeto de derecho tiene en nuestro país y son 
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Indicadores SI NO 
¿Se cumple la debida 
motivación que se debe 
tener para la actuación de la 
Prueba de Oficio? 
  
¿La prueba de Oficio se 
actuó solo sobre los medios 
probatorios de las partes? 
  
¿Existe relación entre la 
prueba de oficio y la 
justificación de la decisión 
judicial? 
  
¿Cumple con la Naturaleza 
de la prueba de Oficio? 
  
¿Se impugnó la resolución 
que ordenó la prueba de 
oficio? 
  
¿Se podría impugnar la 
resolución que ordenó la 




Fuentes: Elaboración propia 
  
¿El artículo 194 del Código 
Procesal Civil peruano hace 
posible el accionar el 
recurso impugnatorio de 
manera taxativa? 
  
¿Se ha especificado los 
límites para accionar la 
impugnación? 
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¿Se puede accionar 
la impugnación en 
las pruebas de oficio 
ordenas en el 
Segundo Juzgado 
de Paz Letrado de 
Familia de Chiclayo 
durante el periodo 






Determinar la aplicación 
de la prueba de oficio en 
el Segundo Juzgado de 
Paz Letrado de Familia 
de Chiclayo durante el 








El accionar de la 
impugnación en la 
prueba de oficio 
ordenadas en el 
Segundo Juzgado 
de Paz Letrado de 
Familia de Chiclayo, 
se debe realizar 




Tipo de investigación: 
  
El presente estudio es 
de tipo exploratorio, 
descriptivo y propositivo.  
Es exploratorio, porque 
esta investigación aún 
no ha sido estudiada por 
otros investigadores, 
asimismo permitió a la 
autora involucrarse con 
 




constituida por diez 
expedientes, en 
donde se ha 
ordenado prueba 
de oficio, emitidos 


















b) Analizar aquellos 
procesos en donde 
se ha ordenado la 
actuación de medios 
probatorios de oficio 
emitidos por el 
Segundo Juzgado de 
requisitos que exige 
los límites de la 
acción de dicho 
recurso. 
el tema, a medida que 
obtenía información 
normativa y académica 
con respecto a la 
aplicación en torno a la 
modificatoria de la 
prueba de oficio y la 
inimpugnabilidad de la 
resolución que la 
ordena. 
También es descriptivo, 
porque a través del 
análisis acerca de la 
aplicación de la prueba 
de oficio en el Segundo 
Juzgado de Paz Letrado 
de Familia de Chiclayo, 
se percibió que no se 
accionado la 
impugnación en contra 
de la resolución que la 
Segundo Juzgado 
de Paz Letrado de 
Familia de 
Chiclayo durante el 
periodo 2014-
2015, ello en 
mérito a la 






paz Letrado de 
Familia de Chiclayo 
durante el periodo 
2014 – 2015. 
 
c) Elaborar una 
propuesta de 
modificatoria en parte 
al artículo 194 del 
Código Procesal Civil 
para accionar la 
impugnabilidad 
contra la resolución 
que ordena la prueba 
de oficio mediante 
criterios de acuerdo a 
ley. 
ordenó, toda vez que no 
se encuentra 
especificados los 
requisitos o límites que 
se tiene para accionar 
dicho recurso. Asimismo 
la incongruencia de la 
inimpugnabilidad de la 
resolución mencionada 
líneas anteriores con 
respecto a la 
modificatoria de la 
prueba de oficio en el 
proceso civil.  
 
Por último, será 
propositivo porque la 
autora diseñará una 
propuesta legislativa 
orientada a la posibilidad 
de la impugnación de la 
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decisión que ordena la 
prueba de oficio siempre 
que el juez  no cumpla 
con los requisitos o 
límites que se va a 





El diseño de la 
investigación es mixta, 
es decir es 
cualicuantitativo. Por el 
nivel de análisis de los 
casos con lo que cuenta 
la investigación y los 
procedimientos teóricos 
para estructurar el 
contenido, además de 






de la propuesta. 
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